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5El Proceso Legislativo Boliviano
en el Marco del nuevo modelo Autonómico

Esta publicación contiene 18 artículos escritos 
por 19 profesionales bolivianos1 vinculados —
la mayoría— con el ámbito del derecho y del 

quehacer legislativo en el país. De los 19 articulistas 
que participan de esta publicación, 15 asistieron al 
curso a distancia “Técnica Legislativa y Elaboración 
de Leyes”, llevado a cabo por la fundación española 
Centro de Educación a Distancia para el Desarrollo 
Económico y Tecnológico (CEDDET), con el auspicio 
de la Vicepresidencia del Estado Plurinacional de 
Bolivia, la Escuela de Gestión Pública Plurinacional 
(EGPP) y el Programa de Fortalecimiento a la 
Concertación y al Estado de Derecho (CONCED-
GIZ). Los cuatro articulistas restantes son servidores 
públicos de las Asambleas Departamentales de 
Pando, Cochabamba y Potosí.

El mencionado curso a distancia se inició el 27 
de agosto y concluyó el 2 de noviembre de 2013, 
bajo la dirección académica de la profesora Piedad 
García-Escudero Márquez, Letrada del Congreso de 
los Diputados de España y con la participación de 
profesores como Esteban Greciet, Tatiana Recoder 
y José María Codes Calatrava. Se desarrollaron los 
siguientes temas propios del ámbito de la técnica 
legislativa: conceptos básicos; principios y reglas; 
lenguaje de las leyes; inserción de la ley en el 
ordenamiento jurídico; técnica legislativa en el 
derecho comparado; procedimiento de elaboración 
de leyes; y territorio y Estado.

1   El último artículo “Hacia la aprobación del `Reglamento de 
Técnica Legislativa´ de la Asamblea Legislativa Departamental 
de Potosí” tiene doble autoría. Además, el documento también 
contiene un artículo, a modo de prólogo, escrito por Reynaldo 
Irigoyen Castro, Asesor Técnico de CONCED-GIZ.

INTRODUCCIÓN
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Los objetivos de este curso a distancia fueron: 
contribuir a concienciar a las personas implicadas 
en el proceso de elaboración de las normas (en 
particular de las leyes) de la importancia de la 
calidad de las mismas para la seguridad jurídica; 
aportar conocimientos básicos de técnica normativa 
que permitan a quienes trabajan en la redacción o 
tramitación de los textos normativos mejorar su 
contenido; e intentar contribuir a la homogeneidad 
y coherencia de los sistemas normativos, así como a 
la depuración y claridad del ordenamiento jurídico.

Una aproximación a la diversidad de la práctica 
legislativa en el país
Esta iniciativa en formación se inscribió, además, 
en el marco de las actividades que desarrolla 
CONCED que, desde 2012, trabaja con la Asambleas 
Legislativas Departamentales para desarrollar 
distintas herramientas que favorezcan una más 
adecuada producción legislativa, atendiendo las 
nuevas demandas de un Estado autonómico en 
proceso de formación estructural. En este sentido, 
hay que considerar que la reciente configuración 
político-administrativa de Bolivia como un Estado 
con distintos niveles de autonomías —a partir de 
la promulgación de la nueva Constitución en 7 de 
febrero de 2009— implica un conjunto de desafíos 
legislativos inéditos para las distintas instancias 
con facultades legislativas, como la Asamblea 
Legislativa Plurinacional, las Asambleas Legislativas 
Departamentales, los Concejos Municipales y los 
órganos que, para tal efecto, deriven de la autonomía 
indígena originario campesina y de la autonomía 
regional, en caso de que esta última se aplique.

El valor de esta publicación radica, entonces, en 
reunir distintas miradas y reflexiones acerca de la 
situación, los problemas, las particularidades locales 
y las cuestiones comunes que derivan del nuevo 
contexto legislativo boliviano y que requieren de 
un abordaje global y de un tratamiento coordinado 
entre el Gobierno Nacional y los distintos niveles 
subnacionales. Así, las voces que aquí se expresan, 
sin ser necesariamente académicas, tienen la 
virtud de conocer lo que sucede en la práctica 
legislativa cotidiana en las distintas realidades 
regionales y locales del país. En este sentido, siete 
de los autores de los ensayos pertenecen a las 
Asambleas Legislativas Departamentales de La Paz, 
Cochabamba, Beni, Oruro, Potosí y Pando; dos a los 

Gobiernos Autónomos Departamentales de La Paz 
y Santa Cruz, uno a la Cámara de Senadores y otro 
a un Concejo Municipal (Buena Vista, Santa Cruz).

El resto desarrollan o desarrollaron actividades en 
instancias que no están directamente vinculadas 
con la tarea legislativa, como diversos ministerios, 
la Escuela de Gestión Pública Plurinacional (EGPP), 
el Tribunal Supremo Electoral o la empresa privada. 
Se trata, en conjunto, de una concurrencia bastante 
diversa y representativa que permite, hasta cierto 
punto, “tomar el pulso” de lo que sucede alrededor 
del desempeño legislativo boliviano, “desde 
abajo”, es decir, desde las instancias legislativas 
departamentales o locales.

Por lo reciente en la constitución del Estado de las 
autonomías (tan sólo pasaron cuatro años desde la 
vigencia de este nuevo modelo) y por las carencias 
históricas del Estado boliviano, son pocos los 
espacios en el país para el debate, la formación y 
el intercambio en torno a los procedimientos y la 
práctica legislativa. Por ello, esta publicación también 
aspira a poner en contacto a los múltiples actores 
del quehacer legislativo, y a propiciar el diálogo y el 
intercambio entre los distintos niveles autonómicos, 
en lo concerniente a su práctica legislativa. Por ello, 
el contenido de los artículos es diverso y —teniendo 
como eje central la técnica legislativa— aborda 
distintos tópicos y preocupaciones en cinco áreas 
temáticas.

Desarrollo temático de los ensayos
El área que ocupa más espacio (con seis de los 
19 artículos publicados) es la referida a los temas 
especializados en técnica legislativa. Aquí, la 
aproximación temática denota un alto grado 
de especificidad tocándose cuestiones como la 
importancia de la “exposición de motivos” en la 
elaboración de los proyectos de ley, la necesidad o 
no de la “codificación administrativa” en relación 
a la profusa normativa de rango “menor”, el 
tratamiento de las “erratas” y de la “duplicidad” de 
numeración en las normas y los riesgos en torno a 
la seguridad jurídica que entrañan el uso de ciertas 
disposiciones derogatorias genéricas. En este mismo 
campo temático, destaca —por su valor, a la vez 
propositivo y crítico— el ensayo referido a la cláusula 
competencial como garantía de constitucionalidad 
de las leyes nacionales y subnacionales.
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Aunque con menos ensayos —yendo de lo específico, 
temáticamente, a lo general—, los tres artículos 
en el área de la técnica legislativa en los modelos 
autonómicos abordan aspectos centrales de la 
nueva realidad autonómica boliviana, refiriéndose 
a cuestiones tanto de principios (como el “pluralismo 
jurídico” consagrado en la Constitución) como a los 
vacíos y al desconocimiento que implica el “arte” o 
la “ciencia” de legislar (como lo adjetivan dos de los 
autores) en este nuevo entorno autonómico.

El resto de los artículos —en las áreas referidas a 
la importancia de la técnica legislativa en general; 
al desarrollo de esta técnica en Bolivia; y a las 
circunstancias particulares de esta técnica en la 
Asambleas Legislativas Departamentales— tiene 
un tono de orden más teórico y descriptivo con 
valoraciones propias o no de la realidad boliviana. 
Por ejemplo, los artículos “La técnica legislativa en 
el proceso legislativo boliviano”, “Importancia y 
aplicación de las técnica legislativa” o “La técnica 
legislativa y su aplicación en la normativa boliviana”, 
revisan —de un modo algo reiterativo— los 
conceptos generales en los que se fundamenta esta 
suerte de “metodología para legislar” insistiendo 
en su escaso desarrollo en el país. Existen también 
precisiones técnicas al respecto —sobre aspectos 
de redacción, claridad y simplicidad de la ley, por 
ejemplo— y alguna que otra reflexión de índole 
teórico, como la referida a lo que un articulista 
se anima a calificar como el nuevo “sistema 
multiparlamentario boliviano”.

En términos generales, los artículos testimonian 
un interés creciente por conocer y dominar las 
herramientas de la técnica legislativa y por participar 
del debate acerca de su pertinencia, adaptación o 
“recreación” en función de las distintas realidades 
legislativas del país. En la lectura conjunta de los 
ensayos también se puede constatar un aprendizaje 
común que, con matices y particularidades, muestra 
un rumbo bastante homogéneo en el proceso de 
progresiva estructuración de una actividad legislativa 
autonómica inédita en el país. Sin embargo, todavía 
se percibe un notable desconcierto entre los distintos 
niveles autonómicos y en la aplicación competencial 
práctica.

En síntesis, esta revista —la primera sobre la 
cuestión legislativa autonómica— pretende 

contribuir a construir juntos una mejor práctica 
legislativa en el país, tratando de involucrar tanto a 
los asambleístas como a los cuerpos técnicos y a las 
distintas instituciones estatales en esta tarea. Esta 
iniciativa busca también ser replicada para que, de 
este modo —desde la academia, el Estado u otras 
instituciones públicas o privadas— se sostenga, 
se desarrolle y se profundice el interés sobre esta 
temática tan importante para la consolidación del 
nuevo modelo de Estado que predica la Constitución.

LA TÉCNICA LEGISLATIVA EN EL PROCESO 
LEGISLATIVO BOLIVIANO
Reynaldo Irigoyen Castro2

Vida humana objetivada. Así concibe el tratadista 
Luis Recasens Siches al derecho. Tal expresión 
filosófica evidencia algo tan natural como la vida 
misma; hacer normas es dibujar la vida de los seres 
humanos en comunidad. Sin embargo, si las leyes 
(una especie del derecho) fueran fiel reflejo de la 
realidad, nada habría de valor en ellas, más que la 
fidelidad con la que el autor las escribe.

En efecto, en una particular interpretación de esa 
inicial expresión, la ley, cuanto más próxima a la 
realidad de la vida será mejor. Pero, en una lectura 
más profunda, la ley representa una ganancia frente 
a esa realidad; sea para promover acciones valiosas, 
sea para reprimir conductas no deseadas, ha de 
influir sobre ella, ha de procurar incidir sobre la 
conducta de las personas para lograr una finalidad. 
La ley, entonces, será la expresión de la realidad y, 
a su vez, será la propia realidad modificada.

El derecho también sirve para conocer una sociedad, 
su historia y sus instituciones. La historia del 
derecho bien sirve para saber cómo se reguló y 
cómo se regulan instituciones como la propiedad, la 
familia, el Estado. Cuenta pendiente para nuestros 
investigadores es el estudio de la historia del derecho 
en Bolivia desde esa perspectiva de conocimiento.

En ese orden de realidad y de leyes —de leyes y 
realidades— el país ha transitado, el año 2009, a 
un modelo nunca antes conocido en cuanto a la 
producción legislativa; a un tiempo de autonomías. 

2   Asesor Técnico del Programa de Fortalecimiento a la 
Concertación y al Estado de Derecho (CONCED–GIZ).
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Nadie duda hoy de la convivencia de distintos órdenes 
normativos en un mismo espacio territorial y sobre 
similares materias. Sin embargo, ¿cuál ha de ser la 
posición del Estado en esa múltiple producción?, 
¿cuál la posición del sujeto, la comunidad, la 
sociedad frente a esa realidad normativa? Sería 
difícil negar que una pieza clave para la resolución 
de esas dudas está en la clara y precisa distribución 
de competencias entre los diversos órganos de 
producción legislativa, acompañada de un proceso 
permanente de coordinación positiva entre los 
distintos actores relacionados con este tema.

Hemos pasado de una jerarquía normativa vertical 
y sencilla del modelo anterior a una construcción 
normativa que emerge de la Constitución Política 
del Estado Plurinacional y que se distribuye en un 
haz de normas de distintas categorías, relacionadas 
unas veces y subordinadas otras. Por lo tanto, el 
catálogo competencial es más que eso. Más que 
una lista de competencias es un entramado de 
relaciones normativas de la conducta humana, 
afincado en distintos propósitos de los diversos 
órganos con potestad legislativa. Algunas veces 
incluso con distinto enfoque de política pública 
y política legislativa, coexistiendo en un mismo 
ordenamiento jurídico.

En ese contexto, el arte de legislar y la técnica 
legislativa son factores importantes, entre otros 
decisivos, para armonizar el sistema de producción 
de leyes en torno, por una parte, a verdaderas 
necesidades sociales y, por la otra, a la voluntad 
del poder constituyente plasmado en los grandes 
principios de nuestra Constitución.

El Programa de Fortalecimiento a la Concertación 
y al Estado de Derecho (CONCED) trabajó en 
las Asambleas Legislativas Departamentales, 
fundamentalmente para advertir a sus legisladores 
sobre los problemas que generó una desordenada 
producción legislativa durante más de 180 años 
de vida republicana y cómo, aprovechando de 
esa experiencia, se podría mejorar su producción 
legislativa, tomando como una de sus herramientas 
la técnica legislativa.

Se han logrado grandes avances. El primero fue 
generar en casi todas las Asambleas Departamentales 
una reglamentación mínima de técnica legislativa, 

destinada a uniformar su producción —en términos 
de forma— y, además, a establecer una rutina para 
realizar consideraciones previas y necesarias a la 
elaboración del contenido de un proyecto de ley. Junto 
a ello, se han efectuado aplicaciones experimentales de 
esa regulación básica a proyectos de ley en trámite y 
hay voces coincidentes del evidente efecto benéfico de 
la técnica legislativa en la calidad de dichos proyectos. 
Innegablemente, lo útil está destinado a quedarse, a 
institucionalizarse.

En el camino se ha ido forjando un Sistema de 
Información Legal del Estado Plurinacional (SILEP) 
que además de mostrar las últimas leyes nacionales 
y departamentales, actualiza la información con las 
afectaciones que se producen en otras leyes, llámense 
abrogaciones, derogaciones, complementaciones, 
modificaciones, enmiendas, etc.

Seguramente, la técnica legislativa será un 
elemento, entre tantos otros que deban considerar 
los Gobiernos Autónomos Departamentales para 
afincar la institucionalidad democrática y el Estado 
de Derecho.

Lecciones aprendidas
El trabajo con las Asambleas Legislativas 
Departamentales ha dejado muchas lecciones, la 
principal seguramente tiene que ver con la estrecha 
relación que debe existir entre el órgano legislativo 
y el órgano ejecutivo, desde la proyección de una 
ley hasta el control o seguimiento del cumplimiento 
de sus preceptos. Independientemente de la autoría 
de un proyecto, está claro que en Bolivia rige el 
principio de corresponsabilidad legislativa entre los 
órganos citados; tanto la sanción por el legislativo, 
como la promulgación por el ejecutivo, manifiestan 
la conformidad de esas instancias con el contenido 
legislativo. No podrá una de ellas, luego, alegar que 
la otra es única responsable de los efectos nocivos 
que en la sociedad pueda producir una ley. Es 
prioritario institucionalizar un mecanismo de 
coordinación entre dichas instancias que garantice 
la observancia de los principios sustantivos mínimos 
de la legislación: la coherencia, la conveniencia, la 
efectividad y el realismo de las leyes.

Parte del apunte anterior es el tema relacionado 
con el ciclo legislativo de vigencia de la ley. Es una 
verdad incontrastable que el legislador pretende que 
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sus leyes se cumplan, y para que se cumplan deben 
ser conocidas por la sociedad. Sin publicidad no 
hay vigencia; como no puede darse publicidad sin 
previa aprobación legislativa. Completar el ciclo de 
sanción, promulgación y publicación hace que las 
leyes, además de existir con validez, tengan vigencia 
y, por ende, puedan ser efectivas. En algunos casos, 
este ciclo no necesariamente ha sido cumplido 
rigurosamente, sobre todo por la falta de relación 
y coordinación anotada en el párrafo anterior. Sin 
embargo, podemos afirmar que ese fenómeno ha 
sido superado y la prueba está en el acceso que 
puede tener cualquier ciudadano o ciudadana al 
contenido de las leyes departamentales a través 
del SILEP.

En el mismo orden expuesto en el párrafo anterior, 
el de dar publicidad a las leyes, la creación y puesta 
en funcionamiento de la Gacetas Departamentales 
previstas en la Ley Marco de Autonomías y 
Descentralización “Andrés Ibáñez” representa un 
tema principal. En efecto, probablemente todas las 
Asambleas hayan dispuesto por ley la creación de 
tales gacetas, en general encomendando al Órgano 
Ejecutivo la implementación de las mismas. Sin 
embargo, debido al modelo a seguir que representa 
la Gaceta Oficial de Bolivia —que cuenta con 
infraestructura y equipamiento destinados a 
lograr la publicación de los ejemplares oficiales 
de las leyes sancionadas y promulgadas—, así 
como a otras disposiciones normativas, se ha 
creído equivocadamente que se precisa hacer 
todo aquello para poner en marcha sus similares 
departamentales. No es así; una gaceta ante todo es 
un mecanismo oficial de publicación de leyes que 
puede estar a cargo, en el peor de los escenarios, 
de un solo funcionario de una Gobernación al 
que se le asigne formalmente la tarea principal de 
garantizar la fidelidad del texto aprobado con la 
del texto publicado; publicación que por cualquier 
medio establecido por el Gobierno Autónomo 
Departamental anticipadamente, represente el medio 
oficial de publicidad de la ley. Hoy la tecnología 
ofrece medios idóneos y eficaces para cumplir tal 
cometido.

También se ha constituido como un logro de las 
Asambleas el clarificar entre sus miembros cuál es el 
órgano responsable de la numeración de las leyes y 
las razones que acompañan esa definición. En efecto, 

existe consenso en que el Órgano Ejecutivo provea 
la numeración pero además registre la fecha en la 
que se cumple el ciclo de aprobación de las leyes, 
que en el modelo boliviano corresponde a la fecha de 
promulgación. Ambos datos, junto a la categoría de 
leyes departamentales y la denominación de las leyes 
provista por el Órgano Legislativo Departamental, 
forma el título de las mismas. Esta uniformidad 
tiene además una ventaja externa, pues permite 
enlazar bajo parámetros de identidad similares a 
todas las leyes, nacionales y departamentales, en 
un sistema de información legal integral.

Un factor esencial en la técnica legislativa es la 
definición previa a la redacción de un proyecto de 
ley del marco competencial que corresponde o no 
al legislador para definir una solución legislativa. 
Al respecto, existen aún muchas dudas sobre el 
alcance de la potestad legislativa de las Asambleas 
Legislativas Departamentales. En todo caso, esas 
dudas han marcado una actitud de comprensible 
prudencia a la hora de considerar la aprobación de 
leyes departamentales, limitando en algunos casos 
la atención de necesidades sociales. Probablemente, 
la solución al problema no llegue de nuevas leyes 
que desagreguen las competencias establecidas, 
será la práctica y el ejercicio efectivo de esa 
potestad, sumadas al control constitucional, las que 
clarifiquen hasta dónde pueden ir las Asambleas 
Legislativas. Sin embargo de ello, parece ser un 
camino no sólo efectivo sino constructivo de 
institucionalidad el fijar escenarios de diálogo 
entre los distintos niveles estatales con potestad 
legislativa sobre temas sensibles relacionados con 
competencias específicas. Seminarios, talleres, 
mesas de diálogo, son momentos clave para generar 
opinión y concertación sobre aspectos no tan claros 
en el marco competencial.

Todavía existe un tramo largo que recorrer para 
diferenciar en la producción legislativa no sólo 
de la Asambleas Legislativas Departamentales 
sino también en otros órganos con potestad 
legislativa, la emisión de actos administrativos de 
la emisión de actos legislativos. La no distinción 
de estas dos categorías de actos estatales está 
contribuyendo desde hace mucho tiempo en Bolivia 
a la denominada inflación legislativa. Muchas de 
las trece mil leyes nacionales (cifra proporcionada 
por el SILEP) no debieron tener esa categoría y 
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bien se pudo resolver algún interés social, estatal o 
particular, con disposiciones de rango inferior del 
propio órgano legislador o, lo que podría ser más 
propio, con disposiciones del órgano encargado 
de la administración. Aún cuando la producción 
legislativa departamental es todavía escasa en 
relación al número de leyes nacionales, ese mismo 
fenómeno ya se advierte en algunos casos.

Es el tiempo justo para consolidar las buenas prácticas 
de la legislación departamental y corregir los errores 
que se han producido en esa producción legislativa. 
En ese afán, la tarea de formación especializada 
tanto en técnica legislativa como en teoría de la 
legislación para profesionales que asesoran a las 
Asambleas pero también a los propios asambleístas, 
contribuirá a una mejor gestión legislativa en los 
Gobiernos Autónomos Departamentales.

Ensayos sobre técnica legislativa
En las siguientes páginas encontrará el lector una 
serie de ensayos elaborados, en su mayoría, por 
profesionales del derecho que formaron parte del 
curso a distancia denominado “Técnica Legislativa 
y Elaboración de Leyes”, realizado por la fundación 
española Centro de Educación a Distancia para el 
Desarrollo Económico y Tecnológico (CEDDET) 
con el auspicio de la Vicepresidencia del Estado 
Plurinacional de Bolivia, la Escuela de Gestión 
Pública Plurinacional (EGPP) y la Cooperación 
Alemana (GIZ).

La publicación se ha organizado en cinco partes: 
una primera destinada a resaltar la importancia 
de la técnica legislativa para la elaboración de 
leyes claras y eficientes. Luego, una segunda 
parte en la que los artículos que la conforman 
refieren experiencias en Bolivia relacionadas con 
la formulación y aplicación de técnica legislativa 
en la producción legislativa. A continuación, se 
agrupan los ensayos que ponen de relevancia la 
relación entre la técnica legislativa y la producción 
de leyes en el actual modelo autonómico que rige 
en Bolivia. En cuarto lugar se presentan textos de 
temas especializados de técnica legislativa, como el 
sistema de derogaciones, la cláusula competencial, 
las disposiciones de modificación, etc. Finalmente, 
se concluye con un par de artículos relacionados 
con la incidencia de la técnica legislativa en las 
Asambleas Legislativas Departamentales.

Confiamos que esta primera publicación 
especializada en técnica legislativa sea el inicio de 
una serie de publicaciones sobre la materia que 
tomen a su cargo entidades académicas del ámbito 
universitario o de las escuelas que el Estado ha 
creado para el fomento de la capacitación en el 
servicio público.
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La ley es uno de los componentes fundamentales del Estado Constitu-
cional de Derecho. Pero, ¿qué es la ley? Es una expresión de la voluntad 
soberana que manifestada en la forma prescrita por la Constitución, 

manda, prohíbe o permite. Por otra parte, su incumplimiento trae aparejada 
una sanción.

El proceso de creación de la norma jurídica debe ser eficaz en su aplicación, 
por ello las leyes no deben ser muchas; es preferible que sean pocas pero de 
excelencia cualitativa y que estén elaboradas con la simplicidad suficiente 
para que quienes las lean puedan fácilmente entenderlas, así como para que 
los legisladores sean quienes orienten al pueblo.

En el presente artículo se busca captar la atención del pueblo boliviano sobre 
la importancia del proceso de creación de la norma jurídica, así como de la 
calidad de su producto y de la simplicidad que éste debe tener.

La ley, en los últimos tiempos, ha perdido eficacia. Los factores que sostenida-
mente han contribuido a dicha crisis son diversos pero el de mayor incidencia, 
según mi criterio, es el excesivo volumen de leyes. Ciertamente, no es posible 
conocer la legislación cuando ésta es excesiva.

El Estado Plurinacional de Bolivia vive un momento histórico de transfor-
maciones en su desarrollo pero la producción legislativa, cuantitativamente, 
no es la que se esperaba. En Bolivia la redacción de la ley compete a diversos 
órganos. Los principios, reglas o pautas que la regulan no han sido consoli-
dados documentalmente, situación que ha generado muchas dificultades en 
el tramo final del procedimiento legislativo.

Esa producción legislativa padece ciertos desajustes estructurales como su-
cede con la intensa actividad de creación de leyes por parte de las diferentes 
entidades territoriales autónomas que, empezando por el nivel central del 
Estado, tienen como parámetros de gestión la cantidad de leyes generadas. No 
obstante, en muchas ocasiones, éstas versan sobre los mismos temas aunque 
a partir de enfoques diversos.

El mayor mérito del ordenamiento jurídico debiera ser su claridad y sim-
plicidad, sin embargo, hoy, en Bolivia disponemos de una gran abundancia 
de leyes cuya complejidad interpretativa a menudo no permite orientarse 
ni siquiera a aquellos que debieran ser los guías del ciudadano (es decir, 
los legisladores).

Este análisis tiene la finalidad de que quienes presenten iniciativas legislativas, 
así como los órganos de producción legislativa, en la etapa de armonización 
de los mandatos constitucionales y los principios rectores, tomen en cuenta 
que lo más importante no es la cantidad de leyes sino su calidad y simplici-
dad. De igual forma, también es importante la participación ciudadana pues 
esto permite asegurarse que la producción normativa alcance, en la medida 
de lo posible, cierto grado de eficiencia y efectividad en la resolución de los 
conflictos, demandas y necesidades sociales.

CALIDAD Y 
SIMPLICIDAD DE 
LA LEY
Luis G. Vargas
Abogado, Asesor Técnico de la 
Asamblea Legislativa de Pando.

I. Importancia de la Técnica Legislativa
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La cuestión de la calidad de la ley, esto es, de su eficacia y de su eficiencia, es 
un asunto esencial de los estados modernos, que se caracterizan —como en el 
caso del Estado boliviano— por ser fundamentalmente estados reguladores. 
En Iberoamérica se han incorporado principios y reglas de técnica legislativa, 
ya sea a través de manuales o de otros documentos que sirven para mejorar 
la calidad de la ley.

En Bolivia disponemos de las herramientas e instrumentos suficientes para 
resolver este tipo de problemas, a través de normas y principios de técnica 
legislativa que, aplicados por el Órgano Legislativo correspondiente, permi-
tirían precisar la ley en aras de su calidad y eficacia.

La técnica legislativa no es otra cosa que una guía práctica común para la 
redacción de las normas, sean éstas internas o comunitarias. Pero, ¿en qué 
consiste concretamente la técnica legislativa? Consiste en un conjunto de 
saberes prácticos, ajustados a un sistema de reglas que son desarrollados du-
rante el proceso de formación o elaboración normativa. Esto con el propósito 
de elaborar normas, jurídica y técnicamente armónicas, en sí mismas y en la 
relación con otras a fin de que éstas sean susceptibles de entrar en vigencia, 
es decir, que sean aplicables, de manera eficaz y conveniente.

Con la aprobación de la Constitución Política del Estado en el año 2009, se crea 
un nuevo modelo de Estado y, en correspondencia, también se crean entidades 
territoriales autónomas con sus respectivos órganos de gobierno subnacional.

En algunos departamento del país, como Pando, conscientes de la deficiencia 
del ordenamiento jurídico nacional —que se está replicando en los niveles 
subnacionales y, por ende, en el propio— se ha optado por organizar la pro-
ducción legislativa departamental.

En este sentido, se ha decidido aplicar la técnica legislativa mediante un “Re-
glamento Departamental de Técnica Legislativa” y un “Manual Departamental 
de Técnica Legislativa”, considerados como instrumentos de metodología y 
de organización mínima que permiten elaborar leyes cualitativas, simples y 
eficientes. Es decir que todos y cada uno de los proyectos de ley presentados 
en Pando debieran observar la técnica legislativa descrita tanto en el regla-
mento como en el manual mencionados, puesto que éstos contienen reglas 
generales mínimas pero claras y precisas.

Estas reglas generales y mínimas permitirán organizar la legislación con fun-
damento y estructura, a partir de elementos comunes que tienen el propósito 
de mejorar la calidad legislativa.

Por otra parte, es necesario considerar que el desarrollo humano y el desarrollo 
legislativo surgen escuchando al pueblo y permitiendo, mediante su partici-
pación, que las necesidades sociales expuestas en diálogos y concertaciones 
se traduzcan en la redacción de normas claras y precisas que, basadas en las 
dos herramientas descritas, luego puedan materializarse en transformaciones 
reales que beneficien a todos.

También es necesario manifestar la importancia de la participación ciudadana 
en el proceso de creación de las normas pues ésta es parte del mismo ejercicio 
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IMPORTANCIA 
Y APLICACIÓN 
DE LA TÉCNICA 
LEGISLATIVA
Nehemías Vidal Serrano
Licenciado en Derecho, Ciencias 
Políticas y Sociales. Actualmente 
es responsable del Área del 
Adulto Mayor del Ministerio de 
Justicia de Bolivia.

de la función legislativa, mediante la cual las autoridades tienen la obligación 
de contribuir a la promoción de espacios de participación ciudadana en todos 
los ámbitos. Además, la participación es un mandato constitucional que tiene 
la finalidad de incidir de manera importante en los procesos de construcción 
normativa.

En conclusión, la modernización del Estado boliviano debe estar acompañada 
de procesos de construcción normativa que muestren alternativas innovadoras 
para que la legislación tenga la capacidad de responder, adecuadamente, a las 
distintas necesidades ciudadanas. Por ello, hay que considerar que el proceso 
de interacción entre las autoridades y los ciudadanos es un ejercicio de “do-
ble vía” en el que se unen la legitimidad y la diversidad cultural de nuestros 
pueblos para una construcción normativa adecuada que dé respuestas a las 
necesidades sociales.

Antes de referirme a la importancia y aplicación de la técnica legislati-
va, creo que es necesario plantear dos aspectos previos en los que se 
enmarcan las reflexiones sobre la técnica legislativa desarrolladas en 

este artículo:

1.	La Constitución Política del Estado, promulgada el 7 de febrero de 2009 
por el Presidente del Estado Plurinacional de Bolivia, Evo Morales Ayma, 
establece que Bolivia es un “Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional 
Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, 
descentralizado y con autonomías”. Este precepto constitucional marcó el 
inicio del largo camino de trabajo legislativo que actualmente vive el país, 
en perspectivas de construir nuevas leyes adecuadas al marco constitu-
cional vigente.

2.	A través de la revisión de la Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de 
Bolivia, institución desconcentrada del Ministerio de la Presidencia que se 
constituye en el órgano oficial de publicación y difusión permanente de la 
normativa legal del país, se concluye que entre el 20 de enero de 2010 —con 
la Ley N° 001— y el 18 de septiembre de 2013 —con la Ley N° 400— se 
publicaron 400 leyes, luego de que fueran promulgadas.

Respecto a las mismas, se pueden resaltar las siguientes líneas: leyes estruc-
turales fundamentales (como la Ley Marco de Autonomías y Descentraliza-
ción “Andrés Ibáñez”, la Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional, la 
Ley del Régimen Electoral, la Ley del Órgano Judicial y la Ley del Órgano 
Electoral Plurinacional), leyes sociales (como la Ley de la Juventud, la Ley 
General de las Personas con Discapacidad, la Ley General de las Personas 
Adultas Mayores y la Ley de la Renta Dignidad).

Por otra parte, quedan pendientes para su redacción, elaboración, sanción y 
promulgación los códigos de Procedimiento Penal, de Procedimiento Civil, 
de la Familia y del Niño Niña y Adolescente, entre otros, dando una clara 
muestra que el trabajo legislativo en la Asamblea Legislativa Plurinacional 
aún no confluye. En este contexto, las Entidades Territoriales Autónomas, 
a través de su Asamblea Departamental o Concejo Municipal y en el ám-
bito de sus competencias —como entes que tienen la facultad deliberativa, 
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fiscalizadora y legislativa— afrontan el arduo trabajo de legislar normas 
específicas al respecto.

Una vez presentadas las consideraciones e inquietudes que al momento de 
escribir el texto me rondaron por la cabeza —y que fueron descritas prece-
dentemente— quiero adentrarme en la importancia de la técnica legislativa 
aunque simultáneamente quisiera resaltar y rescatar el conocimiento adquirido 
en el curso técnica legislativa y elaboración de leyes.

Sobre este aspecto, una de las primeras sorpresas que quiero compartir 
sucedió cuando la profesora Piedad García-Escudero solicitó las normas vi-
gentes en nuestro país en materia de redacción de proyectos de ley, así como 
la bibliografía publicada sobre técnica legislativa. En relación a la primera 
solicitud, pude mencionar el Decreto Supremo 25350, de 8 de abril de 1999, 
que aprueba el “Manual de Técnicas Normativas” y su anexo, cuyo objeto 
es establecer reglas uniformes para la elaboración y el uso apropiado de la 
terminología en la redacción de textos normativos y definir los alcances de 
las categorías normativas de carácter reglamentario.

Asimismo, sobre la misma cuestión pude señalar el Decreto Supremo 29894 
de Organización del Órgano Ejecutivo, que establece la tramitación de pro-
yectos de Decreto Supremo y los anteproyectos de ley. Cabe hacer notar que 
el primer decreto supremo mencionado aún está vigente, aunque el marco 
constitucional haya cambiado ya que actualmente Bolivia es un “Estado Uni-
tario Social de Derecho Plurinacional… y con Autonomías”.

Respecto a la segunda solicitud planteada por la profesora García-Escudero 
(referida a la bibliografía existente en el país sobre técnica legislativa), ésta 
resultó un tanto más difícil pues debo manifestar que me cansé de buscar 
en Internet y me entristecí al encontrar, únicamente, el manual de técnica 
legislativa titulado “Instrumento para la Construcción de Normas”, cuya 
autoría corresponde a Fernando Zambrana Sea y Marcelo Claros Pinilla. A 
partir de la constatación de esta escasa o poca bibliografía sobre la temática, 
estoy convencido de que es fundamental conocer las reglas de la redacción 
de normas y que este aspecto irá profundizándose poco a poco en el país.

A continuación describo algunos aspectos técnicos y comentarios que con-
tribuirán a responder a las interrogantes planteadas.

PRIMER ASPECTO: ¿QUÉ SE ENTIENDE POR TÉCNICA LEGISLATIVA?
¿Qué se entiende por técnica legislativa? Para Fernando Sáinz Moreno es 
“el arte de redactar los preceptos jurídicos de forma bien estructurada, que 
cumpla con el principio de seguridad jurídica y los principios generales del 
derecho”. Según Bulygin, Atienza y Aguiló, la técnica legislativa es “el conjunto 
de recursos y procedimientos para elaborar un proyecto de norma jurídica, 
bajo los siguientes pasos: primero, la justificación o exposición de motivos 
de la norma y, segundo, la redacción del contenido material de manera clara, 
breve, sencilla y accesible a los sujetos a los que está destinada”. Por otra parte, 
el autor Pablo Gordillo Arriagada define así la técnica legislativa: “Se refiere 
al conjunto de reglas a las cuales se debe ajustar la conducta funcional del 
legislador para una correcta elaboración, formulación e interpretación general 
de las normas”.
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Debemos entender la técnica legislativa como el arte de legislar clara y efi-
cazmente; algo que no sólo se relaciona con la redacción sino también con la 
coherencia del ordenamiento jurídico buscando la seguridad jurídica.

SEGUNDO ASPECTO: IMPORTANCIA DE LA ESTRUCTURA DE UNA LEY
Respecto a la importancia de la estructura de una ley, cabe mencionar que 
ésta debe ser de carácter homogéneo. Esto quiere decir que cada ley deberá 
regular un único objeto material, evitando incluir materias diferentes a su 
objeto. En segundo lugar, la ley debe tener un orden lógico; la redacción tiene 
que ser de lo general a lo particular, de lo abstracto a lo concreto. Además, es 
necesario que la ley sea coherente; uniforme en la redacción, teniendo como 
base el título y el objeto de la norma.

Con la finalidad de comprender de mejor manera las partes en las que debe 
estructurarse una ley me permito detallarlas, una por una, de acuerdo al 
siguiente detalle:

Título: Toda norma debe tener un único título, el cual debe permitir la iden-
tificación de su objeto de forma precisa, diferenciada y completa. Mediante el 
título, cada ley se individualiza y diferencia de las demás leyes. Además, acom-
pañando al título se debe indicar el número, la fecha y el objeto de la norma.

Preámbulo: El Decreto Supremo 25350 plantea el preámbulo como el conjunto 
de antecedentes jurídicos y sociales del proyecto.

Es preciso indicar que la “exposición de motivos” de los proyectos de ley u 
otras iniciativas legislativas puede convertirse en el “preámbulo”, pues contiene 
el conjunto de necesidades que motivan y dan sustento al proyecto de ley.

Articulado: El Decreto Supremo 25350 señala que, como unidad básica de cada 
disposición normativa, el artículo comenzará por una sola idea que debe ser 
susceptible de desarrollo mediante sucesivas oraciones subordinadas, cada una 
de las cuales se expresará siguiendo siempre un orden lógico de exposición.

Podemos indicar que los artículos constituyen la parte dispositiva o normativa 
de la ley que está integrada por los mismos. Además de incluir el término 
“artículo” y el número correspondiente, cada uno de los artículos debe con-
tener un título que refleje su contenido y que permita su fácil identificación 
y más rápida localización en caso de búsqueda.

Libros: La división de las leyes en libros ha de ser excepcional. Sólo las leyes 
muy extensas que traten de recopilar o codificar una determinada materia 
se dividirán en libros.

Títulos: Sólo se dividirán en títulos las leyes que tengan partes claramente 
diferenciadas.

Capítulo o Sección: Sólo habrá división en capítulos cuando ello responda a 
razones sistemáticas, pero no a la extensión de la ley.

Disposiciones o Parte Final: el Decreto Supremo 25350 establece como parte 
final de la norma al conjunto de preceptos que regulan los regímenes jurídicos 
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complementarios y especiales, la aplicación de la norma en el tiempo y demás 
situaciones transitorias, así como las reformas de otras normas que vienen 
exigidas por la nueva situación normativa, las derogaciones y abrogaciones, las 
reglas específicas de entrada en vigor y las habilitaciones normativas. Igual-
mente, integran esta parte final algunos elementos de la fórmula promulgatoria.

TERCER ASPECTO: EL LENGUAJE EN LAS NORMAS JURÍDICAS
En las normas jurídicas, el lenguaje tiene que estar relacionado con el derecho. 
Por ello, la redacción debe ser clara y precisa; se debe evitar el empleo de 
vocablos que pueden dar lugar a interpretaciones distintas al significado que 
se quiere expresar. Las leyes deben ser elaboradas por técnicos pero deben ser 
de comprensión de toda la población, es decir, que no sea necesario acudir a 
un abogado para interpretarlas. El lenguaje utilizado debe ser el cotidiano y 
se debe evitar el uso palabras foráneas. Es necesario mencionar la diferencia 
que existe entre el lenguaje común y el lenguaje jurídico; caracterizado por 
ser eminentemente técnico, especializado y propio del círculo de los juristas; 
a diferencia del lenguaje común utilizado por la población.

Respecto al uso de formulas inapropiadas en la redacción de leyes, es preciso 
aclarar el significado de los siguientes términos:

Tautología: Término que proviene de un vocablo griego y que hace referencia 
a la repetición de un mismo pensamiento a través de distintas expresiones. 
Podemos indicar entonces que se trata de la reiteración de las mismas ideas 
aun utilizando distintas expresiones.

Anglicismos: Utilización de palabras o términos de otros países con significado 
diferente en el contexto nacional.

Redundancia: Término de origen latín (redundatia) que describe lo que 
abunda o es excesivo frente a una cosa o contexto. El concepto se utiliza para 
nombrar el uso desmedido o descomunal de un concepto o vocablo, así como 
la reiteración de datos incluidos en textos o mensajes que permite, pese a la 
pérdida de ellos, rearmar su contenido.

Nominalización: Es la construcción de sustantivos a partir de verbos o adjetivos. 
La mayoría de las nominalizaciones se forman a partir de sufijos como -idad 
(temeridad), -miento (apoderamiento) y -ción (ejecución, terminación, realización).

La nominalización es perfectamente admisible en el lenguaje cotidiano. Sin 
embargo, en el lenguaje jurídico se detecta un cierto abuso de este tipo de 
construcciones —incluida la nominalización precedida de un verbo— que 
no aporta nada al significado del texto y que obedece a una mera formalidad 
o tendencia de estilo cuya utilización debe ser cuidadosa.

La hipotaxis: Se puede definir como una relación de dependencia entre ora-
ciones, es decir la excesiva subordinación o extensión de incisos, numerales 
y parágrafos.

La parataxis: Hace alusión a la estructura formada por la acumulación de 
oraciones coordinadas y yuxtapuestas, normalmente breves. Es más frecuente 
en otros idiomas distintos al español.
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Abuso del gerundio: El gerundio es la forma no personal que expresa si-
multaneidad de la acción con el tiempo en que se habla. Sus terminaciones 
son -ando, para los verbos de la primera conjugación, o –iendo para los de 
la segunda y tercera conjugación. En la oración equivale funcionalmente al 
adverbio.

Mayúsculas: Se debe evitar el uso desordenado de las mayúsculas, tal vez con 
fines enfáticos, influencias o por fines políticos o sociales. Debe considerarse 
que el uso de mayúsculas puede tener significado o interpretación de un texto.

Abreviaturas: Por motivos de claridad y de seguridad jurídica es recomendable 
no usa abreviaturas.

CUARTO ASPECTO: PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN DE LEYES
La Constitución Política del Estado (CPE) determina como una de las atribu-
ciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional dictar leyes, interpretarlas, 
derogarlas, abrogarlas y modificarlas. De igual manera, la CPE establece el 
procedimiento legislativo, otorgando la atribución al Presidente del Estado 
Plurinacional de promulgar leyes, sancionadas previamente por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional

El texto constitucional estipula que la ley promulgada será publicada en la 
Gaceta Oficial de manera inmediata y que será de cumplimiento obligatorio 
desde el día de su publicación, salvo que en ella se establezca un plazo dife-
rente para su entrada en vigencia.

Por otra parte, es necesario mencionar que la Ley Marco de Autonomías 
“Andrés Ibáñez”, en su artículo 135, establece que las entidades territoriales 
autónomas crearán una gaceta oficial de publicaciones de normas. La publi-
cación de las mismas en este órgano determinará su entrada en vigencia. Por 
lo tanto, este medio de publicación se debe hacer efectivo.

Por último, es preciso mencionar que los cuatro aspectos citados, de una u 
otra forma, contribuirán a responder a las interrogantes planteadas. Desde 
mi punto de vista, es importante, primero, ampliar el conocimiento sobre la 
técnica legislativa para, en segundo lugar, como profesionales técnicos del 
derecho, cumplir nuestra misión de plantear y orientar mediante el uso de 
las reglas de redacción de leyes.

Estamos en pleno siglo XXI, en tiempos de importantes avances tecnoló-
gicos, culturales, sociales y también económicos, que de alguna manera 
van simplificando y modificando nuestro estilo de vida. Por ello, nos 

hacemos las siguientes preguntas: ¿Cómo se encuentra la técnica legislativa 
en la actualidad?, ¿existe avance o mejora?, ¿es necesario su actualización 
o tal y como está es suficiente? Tal vez, la pregunta más importante es: ¿Es 
necesario que la técnica legislativa sea de aplicación obligatoria cuando se 
elaboran las normas, o no?

En Bolivia, con la aprobación de la actual Constitución Política del Estado 
nace una tarea de actualización y adecuación normativa: hace falta normar y 
legislar sobre infinidad de aspectos. En contra de lo que suele plantear una 
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especie de “neoliberalismo jurídico” —que supone que “cuantas menos le-
yes existan, mejor”— nosotros pensamos que todavía se requiere una buena 
cantidad de normas jurídicas para las nuevas formas de convivencia que 
demanda la sociedad boliviana.

El “arte de escribir las leyes” o “nomografía”, como lo llamó Jeremías Ben-
tham, encuentra en la actualidad gran interés por parte de las personas que 
se relacionan con el proceso de construcción de normas jurídicas.

Es así que esas disposiciones deben de contar con una serie de atributos téc-
nicos y con “calidad” legislativa. La técnica legislativa tiene como objetivo que 
todo este cuerpo jurídico (leyes, decretos supremos, resoluciones, reglamentos, 
etc.) sea mejor comprendido en su aplicación. Para alcanzar este objetivo es 
muy importante que entendamos que es primordial velar por la calidad de su 
redacción, para que así tanto el operador jurídico como el ciudadano puedan 
conocer de manera precisa y clara sus derechos, obligaciones y sanciones 
en caso de incumplimiento. Así, el órgano jurisdiccional podrá garantizar 
la observancia y correcta aplicación de la ley. Para ello, toda norma jurídica 
debe formularse de manera clara, precisa y coherente.

Hay que tener en cuenta que la realidad social actual es cada vez más com-
pleja y que esto se refleja en algunas normas jurídicas. No obstante, tampoco 
se puede utilizar esta situación como excusa para que exista imprecisión en 
la legislación, que dificultaría además la comprensión de los destinatarios. 
Siempre es posible expresar de manera clara una realidad compleja; esto sólo 
tomará un poco más de tiempo y esfuerzo. En todo caso, es preciso considerar 
que, en cualquier lugar, las leyes mal hechas representan siempre un costo 
social elevado.

Cabe recordar que en materia de técnica legislativa, se han realizado diversos 
estudios, cursos y programas, y se han creado organismos sobre la materia. En 
el derecho anglosajón, por ejemplo, desde 1869 se recurrió a la implementación 
de normas y principios de técnica legislativa, aplicados a través de un órgano 
centralizado de redacción de la Ley, el Parliamentary Counsel Office (PCO). En 
el derecho germánico, por otra parte, la redacción corresponde a cada ministerio 
pero bajo pautas, directrices y checklisten (lista de verificación). La Comunidad 
Europea cuenta actualmente con una “Guía Práctica Común” para la redacción 
de las normas, sean internas o comunitarias. Finalmente, en Iberoamérica (Ar-
gentina, Costa Rica, México, Panamá, República Dominicana y Uruguay, entre 
otros países), se han incorporado principios y reglas de técnica legislativa ya sea 
a través de manuales o de otros documentos que sirven para mejorar la calidad 
de la ley. En España, actualmente, rigen las directrices de técnica normativa, 
sancionadas por el Consejo de Ministros el 22 de julio de 2005 y publicadas 
en el Boletín Oficial del Estado (BOE) el 29 de julio de ese mismo año.

En nuestro país la redacción de la ley compete a diversos órganos. La técnica 
legislativa no es sólo un instrumento del Órgano Legislativo; también puede 
ser útil para que el Órgano Ejecutivo, el Órgano Electoral o el propio Órgano 
Judicial proyecten adecuadamente propuestas legislativas. Sin embargo, los 
principios, reglas y pautas que regulan la técnica legislativa no han sido con-
solidados documentalmente, situación que ha generado muchas dificultades 
en el tramo final del procedimiento legislativo, como es el caso del “Manual 



19El Proceso Legislativo Boliviano
en el Marco del nuevo modelo Autonómico

de Técnicas Normativas”, aprobado mediante Decreto Supremo 25350, de 8 
de abril de 1999. Así, la mayoría de las veces, en nuestro país, se ha abordado 
de forma imprecisa el concepto de técnica legislativa porque no se analiza el 
proceso de creación normativa a partir de sus diversos componentes y, con 
ello, se pierden la claridad y la exactitud a las que el legislador debe ajustarse.

La técnica legislativa se debe considerar desde un sentido amplio; como “téc-
nica” —es decir, como el conjunto de procedimientos y recursos que utiliza 
una ciencia o arte— y como “legislativa”; en alusión a las normas jurídicas 
en su conjunto. Por lo tanto, la técnica legislativa es el conjunto de reglas a 
las que se debe ajustar la conducta funcional del legislador para una correcta 
elaboración, formulación e interpretación general de las leyes. La técnica 
legislativa es también un conjunto de conocimientos jurídicos, lingüísticos e 
interdisciplinarios que ayudan a resolver problemas tales como la confusión, la 
oscuridad y el vacío de las leyes; así como el exceso de leyes o su duplicidad.

El empirismo nos puede servir para distinguir dos ámbitos: el técnico y el 
político. Es evidente que la iniciativa, la discusión, la aprobación y la publi-
cación de una norma jurídica tienen, por una parte, un carácter político y, 
por otra, un carácter técnico. Habrá que reconocer que, en ocasiones, no es 
sencillo distinguir entre lo político y lo técnico, aunque la correcta redacción 
de la norma tiene un carácter estrictamente técnico. En relación a la distinción 
entre lo político y lo técnico podemos señalar lo siguiente:

»» Lo estrictamente político contiene las posiciones ideológicas de los partidos 
políticos y grupos de interés.

»» Lo técnico se refiere a las características formales que debe tener un texto 
normativo, como son: el uso del lenguaje, su estructura lógica, la brevedad, 
la claridad; y la inserción armónica dentro del sistema jurídico en relación 
al reconocimiento de la constitucionalidad y la legalidad.

La técnica legislativa, como instrumento para la creación normativa, permite 
la inserción armónica de nuevos ordenamientos en el sistema jurídico, por lo 
que son importantes los siguientes parámetros:

»» El territorial o espacial que se refiere a la distribución de competencias, 
según la forma de Estado que se adopte: federal, unitaria, regional o 
confederada.

»» Temporal; que abarca la entrada en vigor, la modificación, la abrogación 
o derogación de una norma.

»» Material; que se refiere a la consideración del objeto de la norma, pudiendo 
señalarse que se trata de materia civil, penal, electoral, etc.

»» Al margen de lo señalado, se requiere el cumplimiento de ciertas pautas 
específicas de técnica legislativa como las siguientes: vigencia, aplicabili-
dad, eficacia y conveniencia.

Entonces, podemos decir que en la redacción de un texto normativo no es 
suficiente con que tener presentes las reglas de técnica legislativa puesto que 
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se trata de una labor mucho más compleja que exige el estudio de los antece-
dentes legislativos, la evaluación de la oportunidad y conveniencia de la ley, 
su perfecta inserción en el orden jurídico vigente y el cuidado extremo para 
reflejar en el texto normativo la decisión política.

Por ello, este conjunto ordenado de reglas técnicas pretende cumplir con los 
requisitos mencionados por Meehan: integralidad, irreductibilidad, coheren-
cia y correspondencia, para lograr así el estado de seguridad jurídica al que 
todo sistema político aspira. Pero también la técnica legislativa puede o no 
coincidir con los valores de la axiología jurídica porque pueden presentar-
se, en el uso del método y reglas para legislar, intereses que no obedezcan, 
necesariamente, a la justicia ni a la equidad pero que sean claros, concretos, 
sencillos y accesibles al conocimiento de la población y que cumplan con los 
requisitos de reconocimiento del sistema legal al que pertenecen.

En consecuencia, podemos establecer los siguientes objetivos de la técnica 
legislativa:

1.	Contribuir a unificar criterios y dar coherencia al ordenamiento legal.

2.	Mejorar la calidad y dotar de razonabilidad y eficacia a las normas jurídicas.

3.	Lograr una mejor comprensión y aplicación efectiva de las normas jurídicas.

A partir de lo expresado, advertimos la división de la técnica legislativa en 
“externa o material” e “interna o formal”. La primera comprende las reglas 
referidas a la preparación, emisión y publicación de los actos legislativos (trá-
mite parlamentario) y la segunda, las referidas al contenido y forma (armado 
del proyecto). Por ello, en el ámbito “interno o formal” de la técnica legislativa 
es donde se encuentra el estilo y aspecto del lenguaje normativo, en función 
de los siguientes requisitos:

1.	Claridad y sencillez: Se utiliza un lenguaje de fácil comprensión con 
términos cotidianos. La claridad está vinculada con la concisión y la 
precisión, y depende en gran medida de la sintaxis, la puntuación y las 
formas gramaticales. La claridad en la redacción de textos normativos es 
fundamental para lograr su comprensión tomando en cuenta las formas 
verbales y gramaticales, y considerando los tipos de modos que son: indi-
cativo, potencial o condicional, subjuntivo e imperativo. Desde luego, debe 
tomarse en cuenta los tiempos: presente, pretérito imperfecto, pretérito 
perfecto, futuro imperfecto o futuro perfecto.

2.	Concisión y precisión: Se emplea el menor número de palabras para que 
la norma sea entendida rápidamente y, en la medida de lo posible, no se 
requiera su interpretación o conocimientos adicionales. La concisión es 
el resultado de la “economía de las palabras”. La precisión está vinculada 
al significado de los términos; es la resultante de usar la “palabra exacta” 
para referirnos a cada objeto, propiedad, actividad, etc.

Otro punto que también debemos tomar en cuenta como parte de las técnicas 
legislativas en el ámbito “interno o formal” son las reglas de ortografía y de 
gramática.
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Por ello, es relevante establecer una nueva política de técnica legislativa, a través 
de la confección de una serie de reglas y recomendaciones para la redacción 
de disposiciones normativas, ya que una actividad tan delicada como legislar 
exige instrumentos idóneos para hacerlo con el máximo nivel de calidad. 
Estas reglas para la redacción de normas jurídicas constituyen “pautas guía” 
que ayudan a brindar calidad al proyecto normativo, permitiendo al redac-
tor legislativo, claridad y concisión en la construcción de normas jurídicas 
que reflejen fielmente la solución o decisión política que el legislador intenta 
alcanzar en cada caso.

Estas herramientas, sin embargo, nunca sustituirán las decisiones del legis-
lador porque su finalidad es que esas decisiones queden plasmadas de la 
mejor manera posible y contribuyan a que los legisladores concentren sus 
esfuerzos en los problemas de fondo que pretenden atender y en relación a 
los que quieren brindar soluciones.

II. La Técnica Legislativa en Bolivia

“El Parlamento ha sido almácigo de pensamientos profundos, de hermosas 
arengas, de tremendas catilinarias; ha sido también, no cabe duda, tribuna 
de discusión y foro parteador de leyes”.

—Valentín Abecia Baldivieso

Los estudios sobre el rol y funciones del Parlamento boliviano son, por 
decir lo menos, insuficientes. Lo cierto es que la investigación en este 
campo está prácticamente abandonada. Asimismo, la técnica legislativa 

ha estado prácticamente ausente de las preocupaciones de la doctrina nacional 
y dispersa en la práctica legislativa.

Esta falta de interés no solamente se ha notado entre los juristas dedicados 
a este campo especial, sino también en otras disciplinas complementarias a 
los estudios parlamentarios. Los pocos trabajos que han examinado las tareas 
del Congreso Nacional lo han hecho más en relación a los aspectos históricos 
y el producto final de sus labores —es decir, las “leyes”— en detrimento de 
los aspectos que hacen a la “forma” en la que se redactan, es decir, las reglas 
y principios de elaboración y redacción de leyes.

Sin embargo, este panorama parece estar cambiando. La Constitución Política 
del Estado y la nueva realidad estatal han propiciado una serie de profundos 
cambios y transformaciones, tanto en el aparato estatal como en la propia 
sociedad. La implementación del Estado Autonómico y, con ello, la puesta en 
marcha de los diferentes niveles parlamentarios (nacional, regional, departa-
mental y local), también ha dado lugar a nuevas formas de relacionamiento 
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entre la sociedad y los órganos deliberativos subnacionales y con ello nuevos 
desafíos y oportunidades. Es el caso de la técnica legislativa en Bolivia y el 
actual interés, tanto teórico como práctico, desde y para los parlamentos au-
tonómicos. Cuestión importante y trascendental para el desarrollo legislativo 
en el país.

En las siguientes líneas, se señalan algunos “importantes” intentos por es-
tablecer reglas uniformes, unidad y coherencia en la redacción de textos 
normativos, principalmente a través de la vigencia del Decreto Supremo 
25350. Asimismo, se plantea como “hecho fundante” para el desarrollo de 
la técnica legislativa, la implementación del régimen de autonomías y, con 
ello, la constitución del sistema multiparlamentario en Bolivia. Son algunas 
cuestiones que se presentan para retomar o, en su caso, iniciar la reflexión, 
el debate y la generación de propuestas en este campo de especial interés; “el 
arte de legislar clara y eficazmente”.

LOS ANTECEDENTES
Como en otros períodos legislativos, los resultados de las elecciones presiden-
ciales de 1997 en Bolivia mostraron una evidente y preocupante atomización 
del electorado. Gonzalo Sánchez de Lozada apoyó, como candidato oficialis-
ta, al Ministro de Justicia René Blattmann, quien renunció repentinamente, 
habilitando en consecuencia a Juan Carlos Durán. Del otro lado, la muerte 
de Carlos Palenque provocaba una conmoción nacional que terminó en la 
proclamación de Remedios Loza como candidata presidencial, al tiempo que el 
partido del MIR llegaba con la candidatura de Jaime Paz Zamora. Finalmente, 
Hugo Banzer ganó con el 22.3% del electorado, el porcentaje de votos más 
bajo obtenido por un candidato presidencial ganador en la historia electoral 
boliviana.3

Así, Hugo Banzer Suárez conseguía un segundo período presidencial, pero 
esta vez mediante el voto popular. “La inexistencia de un programa de go-
bierno claro, las características de la alianza y la heterogeneidad de sus socios, 
dificultó la definición programática de Banzer…”4 y caracterizó esta etapa.

Sin embargo, uno de los mayores esfuerzos por profundizar la institucionalidad 
se dio, precisamente, en este período. Por ejemplo, algunos de los pasos en esa 
dirección fueron, sin duda, la primera elección de los miembros del Tribunal 
Constitucional, del Consejo de la Judicatura y de la Defensoría del Pueblo, a 
través del Parlamento Nacional.5 Asimismo, se produjeron renovaciones en la 
Corte Suprema de Justicia mediante el nombramiento de siete magistrados y 
se inició la era de la oralidad en los juicios con la implementación de los jueces 
ciudadanos, a través de profundas reformas al Código de Procedimiento Penal.

A través del Congreso Nacional de entonces, la primera ley aprobada sería la 
reforma a la Ley del Poder Ejecutivo que había sido aplicada por el gobierno 
de Gonzalo Sánchez de Lozada, la cual establecía, principalmente, el aumento 
en el número de ministerios, de 12 a 14.

3   Mesa Gisbert, Carlos. Historia de Bolivia, pág. 387. 
4   Ibíd.
5   Con la Constitución Política del Estado vigente, este procedimiento se limita a una etapa de 
preselección para habilitar candidaturas que, posteriormente, son electas mediante voto popular. 
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En esa línea de reforma y modernización institucional, el Ministerio de Jus-
ticia y Derechos Humanos, conforme la Ley 1788 de Organización del Poder 
Ejecutivo, reglamentos y normas complementarias, implementaba el Proyecto 
2705/BO de Técnicas Normativas, que posteriormente sería aprobado mediante 
Decreto Supremo 25350, mediante la cual se aprobó el “Manual de Técnicas 
Normativas” con el objeto de establecer reglas uniformes para la elaboración 
y el uso apropiado de la terminología en la redacción de textos normativos y 
definir los alcances de las categorías normativas de carácter reglamentario.

Este manual establecía el uso obligatorio en los proyectos normativos que 
elaboraran los ministerios, los órganos de la administración nacional y los 
órganos de la administración departamental.

Asimismo, establecía un conjunto de reglas que tenían por finalidad regular y 
definir categorías normativas, título de las normas, estructura de las normas 
y artículos, disposiciones normativas, reglas sobre modificación de normas 
y un cuestionario general de evaluación de proyectos normativos. Sin duda, 
se trató de un “intento importante” por establecer reglas uniformes, unidad 
y coherencia en la redacción de textos normativos.

Sin embargo, ¿constituye este antecedente el inicio de un verdadero desarrollo 
de la técnica legislativa en Bolivia?, ¿se ha mejorado las redacción y elabora-
ción de las leyes a través de la aprobación del Decreto Supremo 25350?, ¿la 
vigencia del “Manual de Técnicas Normativas” de 1999 ha propiciado unidad 
y coherencia en el ordenamiento jurídico, y calidad y seguridad jurídica en el 
desarrollo legislativo? Estos son algunos elementos esenciales y trascendentales 
que deben considerarse a tiempo de establecer el contexto en el cual se inicia 
el desarrollo de la técnica legislativa en Bolivia, como parte importante de la 
ciencia de la legislación.6

LA TÉCNICA LEGISLATIVA DESDE LOS PARLAMENTOS AUTONÓMICOS
Sin bien la preocupación y ocupación por la técnica legislativa es relativa-
mente moderna —como consecuencia del aumento de la esfera de acción del 
Estado—, la aspiración a la claridad o simplicidad de las leyes viene desde 
las “Instituciones de Justiniano” (nobis in legibum magis simplicitas quum 
difficultas placet… Simplicitas legum amica).7

En ese sentido, las normas en general y la leyes en particular se multiplican y 
tecnifican, crece la conciencia y necesidad de introducir criterios traducidos 
en reglas y principios racionales que permitan una efectiva articulación de 
las leyes dentro del ordenamiento jurídico y que, a la vez, garanticen a los 
ciudadanos una comprensión y discernimiento de las normas vigentes.

Entre la escasa bibliografía nacional sobre el tema nos encontramos con Fer-
nando Zambrana y Marcelo Claros8 que parten de dos conceptos elementales 
—“técnica” y “legislativa”— señalando en el primer caso que la “técnica es una 

6   Piedad García-Escudero Márquez ha señalado como campos fundamentales para el estudio 
de la ciencia de la legislación, además de la técnica legislativa: la teoría general de la legislación, la 
analítica, la táctica y la metódica de la legislación.
7   Pagano, Rodolfo. “La Técnica Legislativa y los Sistemas de Informática Jurídica”, pág. 39.
8   Zambrana Sea, Fernando y Claros Pinilla, Marcelo. “Manual de Técnica Legislativa. Instrumen-
tos para la construcción de normas”, pág. 13.



24

simple operación o habilidad en el manejo de los instrumentos, materiales o 
no, de que se sirve un saber o una disciplina de conocimiento, para alcanzar 
los fines propuestos” y, en el segundo, que el término “legislativa” haría refe-
rencia a las normas en sentido amplio; a las leyes en conjunto.

En ese sentido, los términos “técnica y legislativa” se refieren a un concepto 
jurídico sobre el que Aníbal Bascuñán Valdez, citado por los mismos autores, 
dirá que “es el conjunto de reglas a que se debe ajustar la conducta funcio-
nal del legislador para una idónea elaboración, formulación e interpretación 
general de las leyes”.

En cambio, la literatura extranjera es abundante y diversa, por cuanto basta 
con señalar, en correspondencia con los autores citados, que “la Técnica Le-
gislativa, es el conjunto de saberes prácticos, ajustados a un sistema de reglas 
que son desarrollados en un proceso de formación o elaboración normativa. 
Ello, con el objeto de construir normas armónicas, jurídica y técnicamente 
en sí mismas y en la relación con otras a fin de que éstas sean susceptibles 
de entrar en vigencia, aplicable, eficaz y convenientemente”.9

La técnica legislativa, entonces, se constituye en un instrumento fundamental 
para todas aquellas personas que gozan de la facultad de capacidad legisla-
tiva, ampliamente reconocida en la Constitución Política del Estado10 y en 
los diversos reglamentos y manuales recientemente aprobados por diferentes 
parlamentos autonómicos.11

Ahora bien, la Constitución Política del Estado12, el Estado Plurinacional y 
la implementación del régimen autonómico en Bolivia han generado una 
serie de fenómenos e importantes transformaciones estructurales a nivel ins-
titucional, que necesaria e inevitablemente han configurado e impregnado 
al sistema parlamentario boliviano que ahora se perfila más bien como un 
sistema “multiparlamentario”. Este sistema “multiparlamentario” se expresa 
en la existencia y funcionamiento simultáneo de varios parlamentos, cuya 
denominación varía de acuerdo al nivel de gobierno de que se trate.

En ese sentido, en el caso del nivel de gobierno central, ésta se denomina Asam-
blea Legislativa Plurinacional y está compuesta por dos cámaras —la Cámara 
de Diputados y la Cámara de Senadores— y es la única con facultad de aprobar 
y sancionar leyes que rigen para todo el territorio boliviano (art. 145, CPE).

En el caso del nivel de Gobierno Departamental, ésta se denomina Asamblea 
Departamental con facultad deliberativa, fiscalizadora y legislativa departa-

9   Ibíd., pág. 16.
10   El art. 162 de la Constitución Política del Estado señala que: “I. Tienen la facultad de iniciativa 
legislativa, para su tratamiento obligatorio en la Asamblea Legislativa Plurinacional: 1. Las ciudada-
nas y los ciudadanos; 2. Las asambleístas y los asambleístas en cada una de sus Cámaras; 3. El Ór-
gano Ejecutivo; 4. El Tribunal Supremo, en el caso de iniciativas relacionadas con la administración 
de justicia; 5. Los gobiernos autónomos de las entidades territoriales”.
11   Hasta la fecha, tres asambleas departamentales diferentes han aprobado sus reglamentos de 
técnica legislativa, además de los respectivos manuales de técnica legislativa, gracias al impulso y 
acompañamiento del Programa de Fortalecimiento a la Concertación y al Estado de Derecho (CON-
CED). 
12   Aprobada en referéndum nacional el 25 de enero de 2009 y vigente desde su publicación en la 
Gaceta Oficial el 7 de febrero de 2009.
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mental en el ámbito de sus competencias (art. 277, CPE) y está compuesta 
por asambleístas departamentales, elegidas y elegidos por votación universal, 
directa, libre, secreta y obligatoria; y por asambleístas departamentales elegidos 
por las naciones y pueblos indígena originario campesinos, de acuerdo a sus 
propias normas y procedimientos (art. 278, CPE).

El caso del gobierno de cada autonomía regional, ésta se denomina Asamblea 
Regional y aunque únicamente goza de facultad deliberativa, normativo-ad-
ministrativa y fiscalizadora, es en todo sentido un Parlamento de carácter 
regional13, en el ámbito de sus competencias (art. 281, CPE). Las y los miem-
bros de la Asamblea Regional son elegidas y elegidos en cada municipio junto 
con las listas de candidatos a concejales municipales, de acuerdo a criterios 
poblacionales y territoriales (art. 281, CPE).

Por último, el caso del Gobierno Autónomo Municipal, ésta se denomina 
Concejo Municipal con facultad deliberativa, fiscalizadora y legislativa mu-
nicipal en el ámbito de sus competencias (art. 283, CPE) y está compuesto 
por concejalas y concejales elegidas y elegidos mediante sufragio universal 
(art. 284, CPE).

Por tanto, el reconocimiento constitucional de los diferentes niveles de go-
bierno, la nueva realidad y lógica estatal, sumadas al carácter principalmente 
deliberativo de nuevos órganos colegiados dan cuenta de un sistema “multi” 
parlamentario en Bolivia.

Estos nuevos parlamentos, (nueve Asambleas Departamentales, una Asam-
blea Regional y 367 Consejos Municipales), lejos de las falencias, defectos e 
ineficiencias propias del agotamiento y desgaste de una Asamblea Legislativa 
Plurinacional (antes Congreso Nacional), tienen como principal característica 
el ser estructuras nuevas, con desafíos nuevos y oportunidades nuevas también 
en este contexto configurado por la lógica estatal plurinacional y autonómica.

Por tanto, a partir de la nueva configuración estatal y de la nueva realidad 
social, consideramos que si bien la vigencia y pertinencia del Decreto Supre-
mo 25350 ha marcado un importante antecedente e interés por establecer 
reglas uniformes en el tratamiento de las normas es, en realidad, a partir de 
la implementación y el funcionamiento de los parlamentos autonómicos que 
se da inicio a un verdadero desarrollo de la técnica legislativa en Bolivia.

Es a partir de este “hecho fundante” que surge la preocupación y el de-
bate sobre la forma, calidad y eficacia que deben tomarse en cuenta en la 
elaboración y redacción de leyes autónomas, desde los diferentes niveles 
parlamentarios que conjuntamente se perfilan a través de la aplicación de 
instrumentos jurídicos que pretenden garantizar unidad, coherencia y efi-
cacia, a partir de las peculiaridades territoriales propias y de un lenguaje 
estilístico igualmente propio.

El Parlamento Nacional y los parlamentos autonómicos constituyen, por man-
dato constitucional y por sí mismos, expresión democrática configurada en 

13   Un Parlamento, cualquiera que sea la naturaleza, es por esencia un órgano colegiado y deli-
berativo. 
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nuevos espacios de deliberación, legislación, fiscalización, gestión y relaciona-
miento con la sociedad y con el ciudadano, en el ámbito de sus competencias.

Ni el Parlamento Nacional con toda su trayectoria histórica, ni el Decreto 
Supremo 25350 cuyo alcance estaba destinado únicamente a los órganos de la 
administración nacional y departamental, consiguieron irradiar e involucrar 
a conjunto de ciudadanos, destinatarios finales de las leyes en general, en la 
construcción legislativa del Estado. Es posible que este rasgo democrático y 
participativo sea la nota distintiva que diferencia estos dos periodos que, sin 
embargo, requerirá de muchos más mecanismos de participación y relacio-
namiento con la sociedad.
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No cabe duda que al abordar el tema de la técnica legislativa, es ineludible 
que nuestra mente se ocupe con una serie de pensamientos respecto a 
diversos tópicos que, en conjunto, forman parte este tópico, más aún si se 

tiene en cuenta que la técnica legislativa es solamente una de las ramas que com-
ponen la ciencia de la legislación, integrada por cuatro campos fundamentales, 
identificados por los tratadistas entendidos en la materia como la teoría general 
de la legislación, la analítica, la táctica y la metódica de la legislación. Cada uno 
de estos campos, de manera autónoma, regula aspectos propios de esta ciencia.

Es razonable entonces que este campo de la ciencia de la legislación sea consi-
derado en su verdadera y amplia dimensión al momento de construir normas 
jurídicas desde su ideación primigenia, así como durante el largo trayecto por 
el que necesariamente debe pasar, desde su completa elaboración por el pro-
yectista, su presentación ante el órgano legislativo, su tramitación al interior 
de este órgano, su consideración —en primer instancia por la comisión a la 
cual fue derivado y luego por el pleno camaral en sus tres etapas (en grande, 
en detalle y en revisión)—, su aprobación y sanción con la orden de remisión 
ante el órgano ejecutivo para su promulgación14, para que una vez superada 

14   Durante esta tramitación también se puede enfrentar la eventualidad de que el proyecto de 
ley sea observado por el órgano ejecutivo por lo que, en este caso, se debe proceder al análisis de 
dichas observaciones.
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toda esta larga tramitación parlamentaria, ésta sea promulgada y publicada 
como ley u otra norma según su especie. A partir de este momento, recién se 
convertirá en norma jurídica incorporada al ordenamiento jurídico nacional 
y exigible de cumplimiento por parte del Estado a sus directos destinatarios 
que, en esencia, casi siempre resultan ser los habitantes de su territorio.

De ahí la importancia trascendental de la técnica legislativa en todos los 
momentos por los que transcurre la tramitación de una ley o cualquier otro 
tipo de norma jurídica, pues de la adecuada elaboración de la misma depen-
derá la consecución de los resultados que se plantea el proyectista al idear su 
iniciativa legislativa.

Sin embargo, al hacer referencia a la técnica legislativa, no debemos restringir 
su alcance y contenido solamente a la redacción del texto normativo, pues la 
misma goza de un alcance mucho más amplio e integral, abarcando aspectos 
tanto de forma como de fondo, tal cual lo señaló la profesora Piedad Gar-
cía-Escudero, al precisar lo siguiente:

“…el objeto de la técnica legislativa no es sólo la buena redacción de las 
leyes, sino que afecta a cuestiones más generales y trascendentes como son: 
la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico y la calidad, publicidad 
y viabilidad de las normas (Sáinz Moreno). Ambas cuestiones repercuten 
en la seguridad jurídica, en la medida en que los ciudadanos que han de 
cumplir las leyes deben poder conocer con certeza sus mandatos, sin que 
existan dobles interpretaciones o normas contrapuestas u oscuras”.15

Por ello es de gran importancia que tanto los proyectistas como los órga-
nos emisores de leyes, entiendan a cabalidad y en su verdadera dimensión 
los conceptos básicos de esta técnica, para que cuando deban aplicarlas lo 
hagan con la mayor precisión posible, en resguardo de la seguridad jurí-
dica y teniendo por finalidad la consecución de normas claras, precisas y 
coherentes, acordes con la realidad de sus destinatarios para que, de esta 
forma, éstos puedan entender el contenido a cabalidad. Por ello, en aras 
del eficaz e inexcusable cumplimiento de la norma, tanto el emisor como 
el receptor deben entender correctamente el rol que les toca ejercer dentro 
del sistema jurídico.

En coherencia con lo dicho precedentemente, debe subrayarse que la emisión 
de leyes u otras normas de alcance jurídico debe efectuarse tomando en cuenta 
que el ordenamiento jurídico de un Estado no es un sistema aislado o basado 
en normas estancas sino que, más bien, se trata de un sistema ordenado; es-
tructurado en un conjunto de disposiciones relacionadas entre sí, las cuales 
necesariamente deben evitar duplicidades y posibles ambigüedades, así como 
contradicciones para lo cual la técnica legislativa, entendida en su verdadero 
alcance, juega un papel preponderante.

Tomando en cuenta todo lo antes señalado, debe entenderse que el objeto de 
la técnica legislativa, como bien señala López Olvera es, en un sentido amplio, 

15   “Técnica Legislativa. Conceptos Básicos”, p. 5. Edición 1, Módulo 1 del curso de “Técnica Le-
gislativa y Elaboración de Leyes” de la fundación española Centro de Educación a Distancia para el 
Desarrollo Económico y Tecnológico (CEDDET).
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transformar los fines imprecisos de una sociedad en normas jurídicas que 
permitan realizar esos fines en la vida práctica. Por lo tanto, la técnica legis-
lativa no consiste en una simple crítica de la formulación de las normas pues 
lo que pretende es lograr disposiciones que puedan considerarse correctas 
en cuanto a su forma y fondo, construyendo así “un ordenamiento jurídico 
bien estructurado en sus principios e integrado por normas correctamente 
formuladas”. En este sentido, Fernando Zambrana Sea y Marcelo Claros Pinilla, 
en su “Manual de Técnica Legislativa”, señalan lo siguiente:

“Ya en un sentido estricto, el objeto de la técnica legislativa es el de mejorar 
la calidad de las normas, aun cuando se tenga toda la preparación especia-
lizada y la práctica en el ámbito de cualquier materia, no debe dejarse de 
lado el manejo de los elementos técnicos para el diseño del anteproyecto 
correspondiente, pues de una buena iniciativa —asegura Elisur Arteaga— se 
deriva, por lo general, una buena ley. De un mal proyecto, por más mejoras 
que se le hagan durante su estudio y discusión, es factible que se derive 
una mala o, en el mejor de los casos, una mediocre ley”.

Considerando estos aspectos en base a lo señalado anteriormente, corresponde 
analizar, de manera breve pero adecuada, la experiencia boliviana en cuanto al 
uso de las técnicas legislativas al momento de efectuar la producción norma-
tiva. Como veremos a continuación, este campo de la ciencia de la legislación 
ha sido aplicado escasamente en nuestro país, en el pasado.

Así pues, desde noviembre de 1825 —cuando fuera promulgada la primera 
Constitución de la República elaborada por el libertador Simón Bolívar— hasta 
el 2004 han tenido lugar 18 reformas constitucionales y en ninguna de ellas 
se abordó el aspecto referido a la técnica legislativa en la dimensión con la 
que hoy se visualiza.

En todos esos textos constitucionales, al abordar esta materia únicamente 
se ha señalado el procedimiento legislativo entendido como el conjunto 
de pasos que debe seguir un proyecto de ley (lo que se conoce como 
tramitación parlamentaria) hasta su conversión en ley de la República, 
desatendiéndose lo relativo a la aplicación de las técnicas legislativas en 
cada una de esas instancias. Esto motivó una desmedida proliferación de 
normas, en muchos casos innecesarias y en otros poco o nada aplicables, 
en el contexto de la realidad boliviana. La consecuencia de esta sobrea-
bundancia normativa fue la poca incidencia que la legislación tuvo en sus 
directos destinatarios.

Ya en el año 1999 —y fruto de una corriente modernizadora en materia 
legislativa— se ven los primeros rasgos tendientes a la implementación de 
estas técnicas al momento de elaborar normas jurídicas. Prueba de ello es 
la emisión del Decreto Supremo 25350, de 8 de abril de 1999, el mismo que 
aprueba un “Manual de Técnicas Normativas” que, de manera obligatoria, 
debían aplicar todos los niveles del Poder Ejecutivo en la elaboración de 
sus normas.

Con la promulgación de la actual Constitución Política del Estado, el 7 de 
febrero de 2009 —y con la consecuente entrada en vigor del régimen auto-
nómico— el nivel central del Estado, a través de su órgano legislativo, deja 



29El Proceso Legislativo Boliviano
en el Marco del nuevo modelo Autonómico

de ser la única instancia con facultades legislativas, adquiriendo esa misma 
facultad los gobiernos autónomos departamentales, municipales e indígena 
originario campesinos, ampliándose así, aún más, la posibilidad de continuar 
con la proliferación normativa a la que ya hemos hecho referencia y, por otra 
parte, profundizándose los aspectos negativos que hemos descrito.

Sólo por reforzar lo aseverado me permito citar el caso suscitado en el Go-
bierno Autónomo Departamental del Beni cuando, en fecha 9 de junio de 
2010 se sancionó la Ley Departamental 001/2010 la cual tiene por objeto 
establecer de forma transitoria los mecanismos para la toma de juramento 
y posesión de los subgobernadores y corregidores electos el 4 de abril de 
ese mismo año, además de establecer también de forma transitoria sus 
atribuciones.

El inconveniente surgió cuando la ley sancionada, por una parte, fue remiti-
da al Ejecutivo Departamental para su promulgación mientras que, por otra 
parte, apenas tres horas después de su sanción ya estaba siendo aplicada por 
la Asamblea Legislativa Departamental, en cuyo marco legal se llevó a cabo 
la posesión de estas autoridades sin que la ley hubiera sido promulgada.

La situación se agravó cuando se evidenció que esa ley fue observada por el 
Ejecutivo Departamental y que recién en el mes de julio, es decir, un mes des-
pués de su sanción y aplicación, fue promulgada por la Asamblea Legislativa 
Departamental, al ser declaradas infundadas las observaciones formuladas 
por el Gobernador del Departamento.

De ahí que nace la sentida necesidad de contar con un instrumento normativo 
de cumplimiento obligatorio, a través del cual se establezcan las directrices a 
seguir para la adecuada producción normativa, considerando la realidad de 
cada departamento, municipio o territorio indígena originario campesino.

Sin embargo, es preciso destacar que existe un avance sustancial en 
esta materia, pues con el apoyo de la cooperación alemana, a través del 
CONCED, y con el apoyo de la Vicepresidencia del Estado Plurinacional, 
varias Asambleas Legislativas Departamentales han logrado aprobar sus 
reglamentos y manuales de técnica legislativa con los cuales se busca la 
aplicación integral de estas técnicas en la producción normativa, basán-
dose en la realidad propia de cada entidad territorial, lo cual constituye 
un significativo avance.

En cualquier caso, el reto actual es aún mayor, pues disponiendo ya de la 
norma antes señalada ésta debe ser cumplida a cabalidad por los legisladores 
y, en este marco, el apoyo de los asesores debiera contribuir enormemente 
para la emisión de normas ajustadas a las directrices de estas técnicas.

Finalmente, creo que el ejemplo dado por los gobiernos autónomos depar-
tamentales en esta materia debe ser imitado por el nivel central del Estado, 
mediante la emisión de una norma que englobe los aspectos adecuados para 
mejorar la producción normativa, de acuerdo a la realidad boliviana, permitien-
do de esta manera la consecución de resultados óptimos y, al mismo tiempo, 
que las leyes u otro tipo de normas puedan alcanzar en sus destinatarios los 
fines trazados por su emisor.



30

El proceso de transformaciones políticas, económicas, sociales y jurídicas 
que comienza en Bolivia en 2009, con los nuevos fundamentos y bases 
constitucionales, desarrolla ampliamente un nuevo marco conceptual 

de “pluralismo jurídico”, insertando cambios que deben irse ampliando al 
desconcentrar la facultad legislativa del Estado en niveles intermedios de los 
gobiernos autónomos departamentales, regionales, municipales e indígena 
originario campesinos. Esta delegación de funciones nos trae una cuantiosa 
tarea en la revisión, adecuación y desarrollo de nuestra normativa en gene-
ral, a medida que, como consecuencia del aumento de la esfera de acción del 
Estado, las leyes se multiplican y tecnifican. Crece, además, la conciencia de 
que es necesario introducir una racionalidad en la articulación del conjunto 
del ordenamiento jurídico, a la vez que conseguir que las normas sean com-
prensibles y eficaces.

Por otra parte, el acceso del ciudadano al conocimiento de la ley fortalece 
la democracia. Armonizar y sistematizar la elaboración de la ley, desde un 
punto de vista técnico, facilita ese acceso y justifica plenamente el desarrollo 
de esta disciplina. “Nadie puede alegar ignorancia de la ley”, reza un principio 
jurídico y, por otra parte, la Constitución Política del Estado Plurinacional 
establece entre los deberes de las bolivianas y los bolivianos, en el artículo 
108.1: “Conocer, cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes”. Una 
buena técnica legislativa propicia el acceso fácil a las leyes, su conocimiento, 
su transparencia y una mayor seguridad jurídica. Por el contrario, una ley 
confusa y desordenada se presta para dudas e incertidumbres que no favo-
recen su interpretación y ejecución, y mucho menos la seguridad jurídica.

EL OFICIO DE LEGISLAR: ¿QUIÉN HACE LAS LEYES?
Cada día al abrir los ojos y despertarnos, estamos sujetos consciente o in-
conscientemente a una regla de vida. El hecho de levantarnos de la cama a 
una hora determinada, de asearnos, desayunar, llevar a los niños a la escue-
la, decidir qué vamos a comer en el almuerzo y toda nuestra rutina diaria, 
sea esta laboral o no, emerge de decisiones marcadas por una regla de vida 
impuesta por nosotros mismos, sea como dijimos, de manera consciente o 
inconsciente, lo que nos convierte en legisladores hacia nosotros mismos, 
autoimponiéndonos reglas de vida y, recíprocamente, hacia nuestras familias.

Así, un padre y una madre se convierten en auténticos legisladores para sus 
hijos, sea que estos cumplan o no las reglas y así sucesivamente. Y la diferen-
cia entre nosotros y los específicamente legisladores, como decía Gramsci, 
es dada por el hecho de que este segundo grupo no sólo elabora directivas 
que deberían convertirse en normas de conducta para los otros sino que, al 
mismo tiempo, elabora los instrumentos a través de los cuales las directivas 
normativas serán “impuestas” por otros, y nosotros llevaremos a cabo su 
ejecución de manera obligatoria.

Sólo preguntarnos qué pasaría con los núcleos familiares, con los barrios, las 
comunidades, las ciudades y todas las sociedades sin normas de conducta, 
nos produce a todos, por igual, un sentimiento de temor y de inseguridad. 
¿Es que pueden coexistir actualmente personas en núcleos sociales que no 
mantienen tradiciones éticas, con la condición indispensable de sujetarse a 
principios y valores? En este tiempo quizá no sea posible vislumbrarnos sin 
estos resguardos de “seguridad”, que nos otorgan las simples reglas que co-
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mienzan en casa, en la escuela y se van prolongando hacia nuestro entorno. 
Tampoco es posible aceptar una sociedad sin normas y sin leyes, y que a 
diferencia de las reglas individuales que nosotros manejamos, éstas tienen el 
carácter de obligatoriedad con la amenaza de ser impuestas por la fuerza, a 
las cuales nos sometemos y también deben someterse nuestros gobernantes.

Pero volviendo a lo que decía Gramsci, el máximo de capacidad del legislador 
en nuestros tiempos se puede deducir del hecho de que a la perfecta elabo-
ración de las normas corresponde una perfecta predisposición de los orga-
nismos de ejecución y verificación, y una perfecta preparación del consenso 
“espontáneo” de las personas que deben “vivir” esas normas, modificando 
sus propios hábitos, su propia voluntad, sus propias convicciones conforme 
a estas normas y a los fines que éstas se proponen alcanzar. Si cada uno de 
nosotros es legislador en el sentido más amplio del concepto, cada uno sigue 
siendo legislador aunque acepte normas de los otros y, ejecutándolas, con-
trola que también los demás las ejecuten. Además, habiéndolas comprendido 
en su espíritu, las divulga; casi haciendo de ellas reglamentos de aplicación 
particular a zonas de vida restringida e individual.

En este punto podemos decir que empezamos a comprender el significado, no 
sólo de la norma o de la ley propiamente dicha, sino también del carácter de 
legisladores que todos nosotros poseemos, y de las implicaciones de la creación 
de la norma en sí. Seguramente que ahora también podemos relacionar el 
principio fundamental que origina el tener normas claras y bien establecidas, 
divulgadas y comprendidas, para salvaguardar así el principio de la “seguridad 
jurídica”, y en consecuencia salvaguardar fundamentalmente la “democracia” 
como un sistema propio basado en el respeto a la ley.

Siguiendo las palabras de Bobbio, el gobierno de las leyes celebra hoy su 
triunfo en la democracia. ¿Qué cosa es la democracia sino un conjunto de 
reglas (las llamadas reglas del juego) para solucionar los conflictos sin derra-
mamiento de sangre?, ¿en qué consiste el buen gobierno democrático, sino y 
sobre todo, en el respeto riguroso de estas reglas? Allí dónde el gobernante 
respete la ley, no puede hacer valer sus preferencias personales. En otras 
palabras, el respeto a la ley le impide al gobernante ejercer parcialmente su 
poder en defensa de intereses privados; así, la primacía de la ley protege al 
ciudadano del arbitrio del mal gobernante. En conclusión, la democracia 
es el gobierno de las leyes por excelencia. En el mismo momento en que 
un régimen democrático pierde de vista este principio inspirador que le 
es propio, cambia rápidamente en una de las tantas formas de gobierno 
autocrático y dictatorial.

Al efecto, se debe recordar que la democracia constitucional se estructura 
sobre la base de los valores supremos, principios fundamentales, derechos y 
garantías constitucionales. De ahí que en el modelo de Estado Democrático 
Constitucional de Derecho cambien las condiciones de validez de las leyes, 
pues éstas ya no dependen sólo de la forma de su producción (es decir que 
sean emitidas por un Órgano Legislativo), sino también, y principalmente, 
su validez y legitimidad dependen de la coherencia de sus contenidos con 
el sistema de valores y principios constitucionales. Bajo las bases señaladas, 
el Estado Democrático Constitucional de Derecho tiene como característica 
la generación de un proceso de constitucionalización del ordenamiento 
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jurídico, al término del cual resulta totalmente impregnado por las normas 
constitucionales, cumpliendo de esta manera su finalidad.

Ahora que en nuestro país se vive un proceso de transformación integral 
del Estado, en el cual los niveles intermedios (departamentales, regionales y 
municipales) no escapan de estas reformas —más bien, por el contrario, son 
sujetos activos porque deben administrar sus autonomías con base en sus 
capacidades legislativas y de gestión— surge la pregunta: ¿Para qué sirve la 
técnica legislativa en ese cambiante contexto? La respuesta obliga a examinar 
los fines, la necesidad y las características de esa disciplina que comienza a 
cobrar importancia sistemáticamente en nuestro ordenamiento jurídico.

¿QUÉ BUSCAMOS CON LA TÉCNICA LEGISLATIVA?
El objeto de la técnica legislativa no es sólo la buena redacción de las leyes, 
sino que ésta apunta a cuestiones más generales y trascendentes como, en 
primer lugar, la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico. En segundo 
lugar, el propósito de la técnica legislativa es la calidad, la publicidad y la 
viabilidad de las normas. Ambas cuestiones repercuten en la seguridad jurí-
dica, en la medida en que los ciudadanos que han de cumplir las leyes deben 
poder conocer con certeza sus mandatos, sin que existan dobles interpreta-
ciones o normas contrapuestas u oscuras. Por eso se ha dicho en ámbitos 
jurisdiccionales, como en el del Tribunal Constitucional, por ejemplo, que 
el objeto de la técnica legislativa es detectar los problemas que la realización 
del ordenamiento jurídico plantea y formular las directrices para su solución, 
sirviendo por tanto a la seguridad jurídica.

En principio, la técnica legislativa no pretendía referirse a las consideraciones 
sobre las bondades de una la ley —desde el punto de vista de la respuesta 
política o social— sino a aspectos formales para su elaboración, desde una 
perspectiva técnica, según una metodología determinada y satisfactoria, 
capaz de traducir mejor la voluntad legislativa y propiciar su correcta 
aplicación por los ciudadanos, administradores y políticos. Es decir, que 
se constituía en un conjunto sistemático de pautas o directrices sobre la 
estructura formal y el contenido, tanto de la parte expositiva o justificativa 
(exposición de motivos) cuanto de la parte propiamente normativa de la 
ley (parte dispositiva).

Sin embargo, el concepto de “técnica legislativa” se amplía permitiendo al 
legislador tomar en cuenta aspectos fundamentales, previos a la elaboración 
de la ley, los cuales se refieren no sólo a la técnica de redacción de los textos, 
sino a aspectos sociológicos, políticos y económicos, cuyo conocimiento re-
sulta de gran utilidad a la hora de preparar los proyectos. Esas consideracio-
nes desbordan la concepción original de la técnica legislativa que se reducía 
únicamente a aspectos lingüísticos y jurídicos, para abarcar el impacto social, 
económico y político de la norma y otros aspectos de repercusión en la go-
bernabilidad de un país. En efecto, siempre habrá que tomar en cuenta que 
la ley, más que un instrumento jurídico, es una respuesta política del Estado 
a una comunidad que reclama soluciones oportunas.

ES LA RESPUESTA A UNA NECESIDAD
Sin duda podemos mencionar, como aspectos bastante críticos en nuestra 
práctica legislativa: la dispersión de normas, la aprobación de las mismas 



33El Proceso Legislativo Boliviano
en el Marco del nuevo modelo Autonómico

sin la necesaria sistematización e integración con el ordenamiento jurídico 
y la irresponsabilidad de los legisladores en el proceso de definición de 
abrogaciones y derogaciones, que contribuyen a tener, muchas veces, un 
conjunto de leyes con contradicciones, vacíos y posibilidades de múltiples 
interpretaciones. En resumen, la poca importancia que han otorgado los 
representantes del poder político al desarrollo de técnicas normativas y pro-
cedimentales —que guíen la correcta articulación de nuestro ordenamiento 
jurídico con una orientación hacia la cultura de la seguridad jurídica— han 
ocasionado y ocasionan todavía múltiples dificultades en el cumplimiento 
de la norma, tanto para los administradores de la ley como para los ciuda-
danos en general.

En este sentido, la diversidad de la vida moderna no debe convertir al ordena-
miento jurídico en un marasmo legislativo confuso y enredado. Al contrario, 
por las urgentes necesidades de regulación y por su complejidad, la técnica 
legislativa se convierte en un apoyo importante para la decisión política, en 
su soporte científico. Por estas razones, debemos aceptar la técnica legislati-
va como un conjunto de reglas o disposiciones de obligada aplicación en el 
momento de elaborar la ley, que busca lograr mayor rigor técnico-jurídico, 
incorporando criterios de la realidad que favorezcan su aplicación, además 
de facilitar su correcta comprensión, interpretación y aplicación, otorgando 
mayores garantías de seguridad jurídica.

LA FINALIDAD ES LA SEGURIDAD JURÍDICA
La seguridad jurídica es un principio garantizado por la Constitución Política 
del Estado, junto con la jerarquía normativa, la publicidad de las normas y la 
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas 
de derechos individuales. De esta manera, la seguridad jurídica responde a 
la aspiración del ser humano de estar regido por un derecho que le propor-
cione certidumbre, confianza y estabilidad. De ahí el carácter fundamental e 
irrenunciable de este principio, que debe salvaguardarse a toda costa, frente 
y pese, muchas veces, a la poca importancia de que está siendo objeto en 
nuestro tratamiento legislativo y en la práctica jurídica de algunos países de 
nuestro entorno.

En la nueva Constitución boliviana de 2009, la seguridad viene reconocida de 
forma expresa (preámbulo, artículo 9.2 y otros preceptos). De forma inmutable, 
la doctrina sostiene que este principio tiene un significado constitucional que 
va más allá de las referencias expresas y un tanto desordenadas que contiene 
nuestra norma fundamental. Así, suele admitirse en el texto constitucional 
su dimensión axiológica, la concepción de la seguridad jurídica como un 
valor, de íntima conexión con el resto de valores superiores del ordenamiento 
jurídico, sobre todo la justicia y la libertad.

Por otro lado, aunque la Constitución no cite el principio de seguridad jurí-
dica de entre los derechos fundamentales susceptibles de amparo, se admite 
sin problemas que ello no es obstáculo para que la seguridad jurídica (sobre 
todo, a través de la acción de inconstitucionalidad) penetre especialmente, y 
de forma sensible, en el campo de los derechos y libertades. Sin que acometa 
una distinción expresa entre seguridad jurídica y certeza del derecho, el texto 
constitucional hace eco de algunas manifestaciones y de la mayoría de las 
conexiones de este principio.
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La seguridad jurídica ha asumido históricamente perfiles conceptuales di-
versos, según las distintas fases que ha experimentado la forma de Estado. 
En la actualidad, todavía el contenido de las frecuentes invocaciones y ape-
laciones a la seguridad jurídica por la doctrina —y por el legislador y demás 
intérpretes y aplicadores del Derecho— muestran desacuerdos en cuanto a 
su naturaleza jurídica, y revelan la espesura del concepto y la variedad de sus 
manifestaciones o requisitos.

En cuanto a su naturaleza jurídica, pese a la formulación de posturas de-
tractoras o contrarias de la seguridad jurídica, en los últimos años se viene 
afianzando aquella posición que realza la importancia de este principio. Así, 
sobre la base de los nuevos y esenciales perfiles que adquiere, se acentúa la 
dimensión axiológica de la seguridad jurídica. Esa nueva concepción de la 
seguridad jurídica está en la raíz misma de la forma de Estado en que se ver-
tebran las modernas sociedades democráticas. De ahí su íntima relación, de 
conjugación y no de contraposición o tensión, con los demás valores esenciales 
y superiores del ordenamiento jurídico, especialmente la justicia y la libertad.

En conclusión, la complejidad de la naturaleza jurídica del principio de se-
guridad jurídica repercute en la variedad de concepciones doctrinales sobre 
su alcance, concepto y elementos que lo integran. Así, determinadas exigen-
cias, fines y valores ya tradicionales como: certeza, claridad, cognoscibilidad, 
comprensión, compromisos asumidos, confianza, conocimiento, continuidad, 
estabilidad, justicia, legalidad, libertad, orden, paz social, permanencia, 
precisión, previsibilidad, proyecto vital, publicidad, unidad, etc., se entre-
mezclan y complementan en las heterogéneas aproximaciones conceptuales 
a la seguridad jurídica, trayendo como consecuencia también las múltiples 
manifestaciones y conexiones que la doctrina considera como vitales en este 
principio, y fundamentales para la vida democrática de un país.
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A partir de la Constitución Política del Estado aprobada mediante el 
referéndum del 25 de enero de 2009 y proclamada por el Presidente 
Constitucional, Evo Morales Ayma, el 7 de febrero de 2009, Bolivia 

adopta un nuevo modelo de Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional 
Comunitario, fundado en la pluralidad y el pluralismo político, económico, 
jurídico, cultural y lingüístico. En este contexto socioeconómico y político, 
la Asamblea Constituyente, cumpliendo el mandato del pueblo, determinó 
una nueva estructura y organización territorial del Estado regulada bajo el 
régimen de autonomías, otorgándoles una forma de gobierno fundamentado 
en la independencia, separación, coordinación y cooperación de los órganos 
legislativo y ejecutivo, como estructura de su poder público.

En estricto sentido de coherencia política y dada la coyuntura política y 
social que rodeó a la Asamblea Constituyente —respetando las corrientes 
que coexistieron en su seno— Bolivia adoptó una nueva estructura orga-
nizativa territorial, estableciéndose cuatro tipos de autonomías: departa-
mentales, municipales, regionales e indígena originario campesinas, cada 
una de las cuales está constituida por dos órganos: el legislativo —con 
facultades deliberativas y fiscalizadoras en el ámbito de sus competen-
cias— y el ejecutivo, cuya estructura y organización responderá a las 
necesidades de su territorio.

Esta nueva estructura y organización territorial ha determinado la creación 
de nuevas instancias legislativas con todas las prerrogativas que tiene el nivel 
central, lo que implica que además de la Asamblea Legislativa Plurinacio-
nal, existen instancias departamentales, municipales, regionales e indígena 
originario campesinas autonómicas que también han de ser generadoras de 
leyes dentro del ámbito de su jurisdicción, siempre bajo el techo jurídico de 
la Constitución Política del Estado y las leyes del Estado Plurinacional que 
sirven de paraguas al resto.

La multiplicidad de instancias legislativas, por deducción, ha de significar 
en consecuencia la aparición de nuevas obligaciones para los ciudadanos 
lo cual, en determinado momento implicará una inflación desmedida de la 
normatividad lo que devendrá en que no sólo los destinatarios sino también 
los operadores jurídicos sean incapaces de abarcar tal cantidad de normas, 
debiendo prever además que su producción responda a las líneas centrales 
del gobierno y que lleguen a ser de conocimiento de sus administrados.

Por ello, es notoria la necesidad de contar con una sistema único de redacción 
de leyes y normas en general, a fin de que en todo el territorio del Estado 
Plurinacional se pueda identificar la importancia de cada una y de los desti-
natarios específicos, siendo por lo tanto necesario implementar un “Manual 
de Técnicas Normativas” que permita clasificar y garantizar la calidad y co-
herencia de las leyes y normas a emitirse de aquí en adelante a las diferentes 
instancias legislativas del Estado Plurinacional de Bolivia.

Considerando la estructura del Estado y la jerarquía de la normativa, este 
nuevo manual debe constituirse en un instrumento técnico a nivel nacional 
que marque una línea única en la redacción y elaboración de las leyes tanto 
a nivel central como a nivel autonómico y con el añadido de que permita 
que su reglamentación pueda adecuarse a todos los niveles autonómicos, de 
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tal modo que la reglamentación se adapte a cada contexto pero sin perder la 
esencia en la redacción de las normas.

Asimismo, el alcance de obligatoriedad de este cuerpo normativo debe abarcar 
a los órganos ejecutivos, los cuales —en el ejercicio de sus competencias— 
también son generadores de normativa específica que se traduce en los ins-
trumentos operativos que se debe tomar en cuenta para el ejercicio de los 
derechos de los ciudadanos. Como requisito esencial de este cuerpo normativo 
deberían establecerse las reglas generales de la técnica legislativa, la estructura 
básica de toda ley, el lenguaje técnico que debe utilizarse y, obviamente, los 
rasgos y estilos de redacción en función del correcto uso de la ortografía, la 
gramática y la sintaxis.

Respetando las competencias definidas en la Constitución Política del Estado 
y por encima de toda voluntad política, se encuentra el derecho universal de 
todos los seres humanos a la “seguridad jurídica” que debe ser garantizado 
por la técnica legislativa otorgando a las distintas normas que la integran 
calidad de la ley concreta, homogeneidad del ordenamiento y ausencia de 
contradicción. Para ello, es necesario que las entidades que generan leyes 
y normas en general, consideren que deben contar con un equipo especia-
lizado en técnicas legislativas que le permita al gobernante asegurarse de 
que la gestión que lleva adelante responda a un criterio jurídico uniforme 
y libre de nulidades, ya que tiene la responsabilidad histórica de consolidar 
la transformación estructural del país. Tanto es así que la nueva visión de 
las normas es que éstas deben responder a la realidad, por lo que ya no 
existen organismos internacionales a los que encomendar la sistematización 
y construcción de las mismas.

Pero la responsabilidad histórica que Bolivia tiene no se limita a la creación 
de instancias y normas que permitan unificar el estilo de redacción normativa 
sino, lo más importante y vital, es contar con una orientación y formación 
idónea de los legisladores y abogados que serán responsables directos de la 
redacción. En este punto del análisis, cabe resaltar que las universidades de-
ben involucrarse más en esta misión, incluyendo una materia dentro de del 
currículo que permita enseñar a los estudiantes de derecho, con claridad, la 
responsabilidad social, política y profesional que se tiene en el proceso de 
redacción de normas, debiendo profundizar de manera paralela las áreas de 
gramática, ortografía y sintaxis ya que, lamentablemente, debemos recono-
cer que existe una debilidad preocupante en estos ámbitos y que no se da la 
importancia debida a la lectura y análisis de artículos redactados de manera 
clara, sencilla y correcta.
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III. La Técnica Legislativa en 
modelos autonómicos

Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plu-
rinacional y con autonomías desde el 7 de febrero de 2009, con la 
aprobación de la nueva Constitución Política del Estado y, desde el 

19 de julio de 2010, con la Ley Marco de Autonomías y Descentralización 
“Andrés Ibáñez” se convierte en realidad el deseo autonómico de muchos 
bolivianos, mediante la institución de un modelo autonómico atípico y único 
en el mundo que establece casi 400 nuevos entes legislativos con facultades 
fiscalizadoras, deliberativas y legislativas.

También, como parte de los nuevos conceptos introducidos en la Consti-
tución Política del Estado figuran las diferentes formas de democracia y, 
en este sentido, uno de los principios que se amalgama con la autonomía 
es que el gobierno debe estar lo más próximo posible a los ciudadanos. 
Entonces, son los gobiernos de las Entidades Territoriales Autónomas 
quienes están en una relación de mayor proximidad con el ciudadano y 
constituyen así la piedra angular sobre la que se asienta la vida democrá-
tica. Por lo tanto, los legisladores de estos gobiernos subnacionales son 
quienes se relacionan de manera directa con la elaboración de las normas 
que requiere la ciudadanía.

La función legislativa es definida por Groppali como “la actividad del Es-
tado que tiende a crear el ordenamiento jurídico y que se manifiesta en la 
elaboración y formulación, de manera general y abstracta, de las normas 
que regulan la organización del Estado, el funcionamiento de sus órganos, 
las relaciones entre el Estado y de los ciudadanos entre sí”.

No obstante que su función es crear el orden jurídico, es erróneo creer que 
por esta circunstancia el órgano legislativo carece de límites jurídicos a su 
actividad pues, por el contrario, en un modelo autonómico como el boliviano, 
la facultad legislativa de las entidades territoriales autónomas se encuentra 
limitada por las competencias establecidas en la Constitución Política del 
Estado y sus dimensiones territorial, facultativa y material-funcional.

Además de los límites competenciales con los que cuentan las entidades 
territoriales autónomas y sus órganos o entes legislativos, se observa la 
ausencia de una escuela de Derecho Parlamentario en el país que pudiera 
paliar, en alguna medida, la carencia de cursos de pre y postgrado en las 
universidades públicas y privadas en esta materia. Esto explica que no se 
disponga de conceptos bien estructurados sobre el mismo Derecho Par-
lamentario o sobre temas como la técnica legislativa o técnica normativa.

Se conoce que la técnica legislativa es una parte del Derecho Parlamentario 
que tiene por objeto de estudio el conocimiento de los pasos que se adoptan 
para la elaboración y adecuada redacción de las leyes, en general, y de las 
dispersiones normativas particulares, así como para sus reformas o enmiendas. 
Por tratarse de un saber específico sistematizado, está encuadrado en lo que 
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algunos autores denominan Teoría de la Legislación. Piedad García-Escudero 
ofrece el siguiente concepto sobre la técnica legislativa:

“La técnica legislativa constituye el arte de legislar clara y eficazmente, 
pero no es únicamente eso, el objeto de la técnica legislativa —como am-
plía Sáinz Moreno— no es solo la buena redacción de las leyes, sino que 
afecta a cuestiones más generales y trascendentes, como son la unidad y 
coherencia del ordenamiento jurídico y la calidad, la publicidad y la via-
bilidad de las normas”.

Por lo que podemos colegir que la técnica legislativa es una herramienta in-
dispensable para una correcta elaboración de normas y, específicamente, de 
leyes. El hecho de que Bolivia cuente con casi 400 órganos o entes legislativos 
—como anteriormente se mencionó—, con distintos subniveles de gobierno 
y cuatro tipos de autonomías, y que al mismo tiempo carezca de una escuela 
de Derecho Parlamentario y de un tradición consolidada de técnica legislativa, 
conduce a preguntarse cómo se legisla en el país.

Como respuesta se puede afirmar que legislar en el marco de las autonomías de 
Bolivia es un arte, ya que es un mundo nuevo por explorar, con más cerrojos 
que llaves. Por ello, es necesario consolidar los primeros cimientos, aprender 
de los errores del nivel central y tratar de responder a las expectativas de la 
población con referencia a las autonomías, elaborando de la mejor manera 
posible las leyes o normas que necesita la ciudadanía.

“Empezando bien desde el principio”, aunque esta frase sea una tautología lo 
cierto es que estamos al inicio de nuestra historia autonómica y legislativa, 
y que somos nosotros quienes decidimos como escribirla. Si comenzamos a 
legislar considerando que cada ley sancionada es un obra de arte, entonces 
se entregará el mayor de los esfuerzos en su realización, aplicando desde 
el principio conceptos y una buena técnica (técnica legislativa) acorde a las 
particularidades de cada ente legislativo. Así podremos evitar un colapso 
legislativo y otorgaremos una esperanza de días mejores a nuestro país.

La Constitución Política del Estado, aprobada en enero del 2009, define 
que Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plu-
rinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, 

intercultural, descentralizado y con autonomías, que se funda en la pluralidad 
y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico, dentro del 
proceso integrador del país (art. 1, CPE).

La tercera parte de la Constitución está referida a la estructura territorial del 
Estado boliviano y sienta las bases y directrices del nuevo Estado autonómi-
co (Estado de tipo compuesto). Entre sus contenidos se encuentran temas 
centrales que ameritan de análisis para su comprensión e implementación. 
Algunos de estos temas identificados son: el catálogo competencial, tipos 
de competencias, el ejercicio gradual de las competencias, el nuevo sistema 
legislativo emergente y, por último, la ubicación de los Estatutos Autonó-
micos (EA) y las Cartas Orgánicas Municipales (COM) dentro la jerarquía 
normativa constitucional.
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Es ese contexto, este artículo centra su análisis en el nuevo sistema jurídico 
boliviano establecido, basado en el “pluralismo jurídico”. Para ello, se realizará 
un análisis comparativo de los sistemas jurídicos existentes, del contexto au-
tonómico, de la necesidad de un nuevo sistema y procedimiento legislativo, y 
del requerimiento de disponer de una técnica legislativa acorde a la naturaleza 
del nuevo sistema jurídico boliviano.

ANTECEDENTES
El Estado boliviano, desde su fundación en 1825 hasta la actualidad ha 
adoptado dos tipos de sistemas jurídicos: el sistema monista (1825-2009) y 
el sistema pluralista, en vigencia desde de la aprobación de la nueva Consti-
tución Política del Estado.

Para evaluar sus ventajas y desventajas de ambos sistemas, es menester hacer 
precisiones teóricas respecto a la naturaleza de los mismos, tomando en cuenta 
la realidad sociopolítica y cultural del Estado boliviano.

TIPOS DE SISTEMAS JURÍDICOS
El “monismo jurídico” es la corriente que se origina y se relaciona con el 
surgimiento de las monarquías absolutas y las repúblicas democráticas. Este 
sistema se caracteriza por la centralización del poder, la secularización política, 
la participación de la sociedad civil en la constitución de los poderes públicos 
y la adopción de la participación como técnica política.

Durante el Estado liberal, Hobbes, Locke y Kelsen desarrollan y consolidan 
la vigencia práctica del monismo jurídico, delineando en concreto como 
componentes del monismo jurídico, la existencia de un poder público único, 
centralizado y soberano, y la exclusividad de la función legislativa en manos 
del Estado, como portador de capacidad de imponer coercitivamente las 
normas por él sancionadas.

La segunda fase del despliegue del Estado moderno comienza con la indepen-
dencia de Norteamérica (1776) y la Revolución Francesa (1789). Posteriormente, 
durante el siglo XIX nuevos actores fueron derrotando a las monarquías eu-
ropeas aunque preservaron el poder concentrado en los órganos estatales. Es 
preciso recordar que en esta fase también se formalizó y desarrolló la teoría 
de la “separación de poderes”. Esta etapa estuvo vinculada con la consolida-
ción del capitalismo en Europa occidental y con el inicio de su expansión 
en el planeta, imponiendo su modelo de organización política basado en el 
monismo jurídico y político.

En esta línea, la escuela positivista y la “teoría pura” del derecho llevan el 
monismo jurídico hasta su máxima expresión, sosteniendo que “sólo una 
autoridad competente puede establecer normas válidas, y esa competencia 
sólo puede basarse en una norma que faculte a imponer normas” (Kelsen).

En conclusión, la concepción monista del derecho y el Estado sostiene que:

a.	Existe un solo derecho vigente en cada país: el derecho estatal;

b.	Las normas que integran el ordenamiento jurídico responden a un patrón 
sistémico y jerarquizado;
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c.	Se trata de normas generales, abstractas e impersonales;

d.	El acatamiento y cumplimiento del derecho oficial son coactivos;

e.	El derecho estatal, en tanto sistema jurídico cerrado, otorga seguridad y 
previsibilidad a los comportamientos y decisiones de las personas, y existe 
una burocracia estatal encargada de su administración, tanto en la fase de 
producción de las normas cuanto en la de su cumplimiento.

En segundo lugar, para referirse al “pluralismo jurídico” es preciso señalar 
que, históricamente, múltiples voces (Hauriou, Ehrlich, Pasukani) se levanta-
ron contra el dogma de la exclusividad jurídica estatal pues, desde primeras 
décadas del siglo XX, investigaciones sociológicas y antropológicas ponen en 
evidencia su contenido etnocéntrico, propio de la cultura europea occidental.

En este sentido, distintas investigaciones muestran que, en la práctica, las 
normas estatales no son las únicas que orientan la conducta de las personas 
o de determinados segmentos sociales y que ni siquiera poseen el monopolio 
de las reglas para la resolución de los conflictos.

Respecto a los tipos de pluralismo jurídico, Vicente Cabedo Mallol pone en 
mesa una clasificación sencilla y tradicional:

»» Pluralismo jurídico clásico: Se trata de experiencias en las que, por el tras-
plante de las instituciones jurídicas europeo-occidentales a los territorios 
colonizados, se registró el choque, en primera instancia, y la coexistencia, 
después, de dos o más culturas portadoras de su propia concepción del 
mundo y, por supuesto, de un orden normativo particular.

»» Nuevo pluralismo jurídico: En último tercio del siglo XX, en sociedades 
industrializadas y postindustriales, se hizo notoria la existencia de prác-
ticas normativas diferentes y simultáneas en el seno de grupos sociales 
surgidos al calor de los movimientos migratorios y de las grandes con-
centraciones humanas (por ejemplo, las autodefensas colombianas, las 
rondas campesinas en Perú, los movimientos guerrilleros y fenómenos 
de “polisistemia” normativa de reciente creación, entre otros).

En este marco, las diferencias entre el Pluralismo Jurídico Clásico (PJC) y el 
Nuevo Pluralismo Jurídico (NPJ) son las siguientes:

»» El correlato social del PJC es el colonialismo. En cambio, el NPJ está rela-
cionado con transformaciones económicas y sociales de la globalización 
y de la desregulación (fines siglo XX).

»» El PJC concibe los ordenamientos jurídicos como sistemas separados que 
preservan su identidad, al margen de que podrían existir algunos puntos 
de influencia mutua. Por su parte, el NPJ afirma que se dan relaciones de 
mezcla e intersección entre los ordenamientos jurídicos, marcadas por 
“préstamos y trasposiciones de sus elementos materiales y simbólicos”.

»» El PJC enfoca relaciones entre “derechos” del colonizador y de los colo-
nizados bajo el paradigma del derecho consuetudinario mientras que el 
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NPJ asume que esas relaciones deben ser entendidas bajo “estándares 
jurídicos” (Bonilla y Ariza).

Por otra parte, André Hoekema centra su atención en el derecho de los pueblos 
indígenas, asumiendo su preexistencia frente al derecho de los colonizadores, 
y propone diferenciar el “pluralismo jurídico social” y el “pluralismo jurídico 
formal”:

»» El pluralismo jurídico social está basado en lo que Hoekema denomina la 
“concepción social del derecho”, semejante a la de Eberhard.

»» El pluralismo jurídico formal puede ser de dos tipos:

a.	Pluralismo jurídico unitario: El Estado reconoce la coexistencia de dos 
o más órdenes normativos pero, al mismo tiempo, se reserva el poder 
de determinar, unilateralmente, la legitimidad y el alcance o los ám-
bitos de aplicación de los “derechos” aceptados (por ejemplo: Bolivia, 
Ecuador y México).

b.	Pluralismo jurídico igualitario: Reconocida la coexistencia de dos o más 
órdenes normativos, la vigencia de éstos no depende de las decisiones 
del derecho oficial.

Hoekema considera que el “pluralismo jurídico unitario” es un pluralismo 
débil porque no acepta la autonomía de los “derechos” de los Pueblos Indíge-
nas Originarios y Campesinos (PIOC), los que quedan sometidos a políticas 
selectivas. El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
sería un ejemplo de este tipo.

En el “pluralismo jurídico igualitario” se da una vigencia simultánea e iguali-
taria de los órdenes normativos involucrados, lo que determina que el derecho 
indígena sustituya al derecho estatal en los asuntos y espacios sociales en los 
que la comunidad hace prevalecer su aplicación.

El esquema conceptual de Hoekema se muestra sugerente y útil para entender 
mejor la caracterización del pluralismo jurídico establecido en la Constitución 
Política del Estado Boliviano (artículos 178 y 190).

En este contexto, el pluralismo jurídico boliviano pareciera que configura una 
situación de “pluralismo jurídico igualitario” pues orienta la administración de 
justicia y la creación de la jurisdicción “indígena originario campesina”, con 
potestad de ejercer sus competencias a partir de sus propios principios, valo-
res, normas y procedimientos. Sin embargo, la Ley de Deslinde Jurisdiccional 
—y, sobre todo, la orientación adquirida por ésta en la práctica— terminó 
por delimitar el alcance material de los ordenamientos jurídicos indígenas de 
tal manera que parece situarnos, en cambio, en un esquema de “pluralismo 
jurídico unitario”.

EL NUEVO SISTEMA JURÍDICO BOLIVIANO: “PLURALISMO JURÍDICO”
El Estado Plurinacional de Bolivia, a través de la Vicepresidencia del Estado y 
con el apoyo de la Cooperación Alemana (GIZ), durante la gestión 2009-2010, 
desarrolló el Programa de Saneamiento Legislativo que tenía como objetivo 
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realizar un ordenamiento sistemático y metódico de la normativa existente 
desde la fundación de la República, en 1825, hasta 2009. El trabajo desarrollado 
estableció como una de sus conclusiones que el Estado boliviano durante sus 
186 años de vida emitió alrededor de 12 mil leyes. Este dato nos permite esta-
blecer un criterio diferenciador importante referido al “monopolio legislativo” 
existente hasta 2009, es decir, hasta la promulgación de la Constitución Política 
del Estado, en la que se establece un régimen autonómico que configura un 
nuevo contexto y sistema legislativo en Bolivia que rompe la centralización 
de la facultad legislativa para trasladarla a otros órganos emisores de leyes 
al nivel subnacional. Por ello, actualmente existen, aproximadamente, 347 
nuevos órganos emisores de leyes por lo que es previsible que se genere una 
compleja polisemia legislativa.

Un dato interesante al respecto, es el que proporciona Roberto Ruiz Bass Wer-
ner, quien hizo un cálculo aproximado de la probable producción legislativa 
mensual que alcanzaría, al menos, 1.062 leyes en todo el sistema legislativo. 
Esto representaría una producción anual de 12.744 leyes. Además, siguiendo 
la línea del proceso de producción legislativa, hay que considerar que cada 
ley debe ser contrastada, al menos, con la Constitución Política del Estado, 
el Estatuto Autonómico, las cartas orgánicas municipales y la Ley Marco de 
Autonomías y Descentralización, lo que implica una ardua labor del legislativo 
para la tramitación de leyes.

Por consiguiente, se debe tomar en cuenta que el “pluralismo jurídico”, como 
sistema, tiene dos dimensiones de aplicación o alcance:

1.	Como expresión de la pluralidad de normas pertenecientes a las diversas 
culturas existentes en Bolivia (ámbito jurisdiccional).

2.	Como expresión de las normas existentes o emergentes de los gobiernos 
subnacionales, toda vez que la facultad legislativa ha sido desmonopolizada 
(ámbito autonómico).

Centrándonos en el segundo punto, es posible que, debido a la complejidad 
del sistema legislativo, se tenga que enfrentar en el país un problema de 
“coherencia normativa” a causa de posibles contradicciones entre normas de 
distintos niveles, pero también debido a la falta de leyes que prevean princi-
pios, procedimientos y contenidos de técnica legislativa mínimos para una 
armonización y articulación normativa básica.

Al respecto, las contribuciones realizadas para reflexionar sobre esta temática 
alertan que el nuevo sistema legislativo —en el tránsito de un Estado simple 
a uno compuesto— provocaría riesgos de dispersión legislativa agudizados 
por la debilidad del sistema legislativo: “(debido a) las notables carencias del 
legislativo es ilusorio pensar que los órganos subnacionales podrán dotarse 
inmediatamente de destrezas legislativas suficientes para ejercer las materias 
que la Constitución les asigna” (Mendieta, 2009).

LA NECESIDAD DE UN NUEVO SISTEMA LEGISLATIVO Y DE UNA TÉCNICA LEGISLATIVA
Para la consolidación de los gobiernos autónomos, la armonización legislativa 
deberá ser una labor fundamental y medular. Esto pasa, necesariamente, por 
el sistema legislativo que en síntesis es el conjunto de principios, normas o 
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reglas enlazadas entre sí, acerca de la materia legislativa, instituyéndose en 
un todo ordenado y armónico que contribuye a una finalidad.

En este sentido, la relevancia de la compatibilización legislativa —contenida 
en el artículo 68 de la Ley Marco de Autonomías y Descentralización—, como 
nueva figura en el ordenamiento jurídico, es de trascendental importancia, 
no sólo porque intenta vincular el trabajo de diferentes órganos del Estado 
en sus facultades de legislación (Legislativo), reglamentación (Ejecutivo) o 
realización de jurisprudencia (Judicial) para el correcto funcionamiento de 
Estado, sino porque cada uno forma parte del engranaje que permite desa-
rrollar instituciones sólidas, un ordenamiento jurídico eficiente y estable que 
aporta a la seguridad jurídica y, por tanto, contribuye a brindar una mejor 
calidad de vida a la población.

En primer lugar, el término “compatibilizar” busca que no exista discordan-
cia o contradicción con la normativa de otras entidades autónomas y con la 
Constitución. Esto explicaría también la introducción de la expresión “precau-
telando los derechos fundamentales”, en directa alusión al carácter principista 
del texto constitucional; una cuestión que, por supuesto, tiene repercusiones 
en el alcance que deberían tener este tipo de leyes, lo que evitaría una directa 
intromisión (dentro de determinados parámetros jurídicos) del nivel central 
sobre la legislación subnacional.

Si bien la incorporación de esta disposición (la “compatibilización normativa”) 
es un avance en términos de armonización del sistema legislativo —al cons-
tituirse en un antecedente— habrá que considerar que su aplicación no está 
exenta de peligros. Sólo para mencionar algunas posibles dificultades, cabe 
señalar que la armonización está dirigida a limitar las facultades legislativas 
de las entidades autónomas pero no porque la normativa contenga algún 
vicio de legalidad o de constitucionalidad, sino porque la relación entre ellas 
perjudica al interés general.

La aplicación de la “compatibilización normativa” debe realizarse sólo en casos 
excepcionales y no debe entenderse como una forma de intromisión del nivel 
central. También existe el peligro de que pueda darse una incorrecta inter-
pretación del término “de interés general” por parte de las y los legisladores, 
abocándose más a la voluntad de un órgano político —que podría tener la 
tentación de normar la legislación subnacional— y olvidando determinados 
parámetros jurídicos, expresados anteriormente que deberían estar presentes 
para justificar una ley de armonización del nivel central.

A fin de evitar estos peligros son varios los pasos que debería seguir, inter-
namente, el legislativo a nivel central para aplicar las leyes de armonización 
ligadas al procedimiento legislativo. Estos pasos establecen cómo se determina 
la necesidad de esta ley, los requisitos para su tramitación y, finalmente, los 
mecanismos para la aprobación de la norma. Estos procedimientos forman 
parte de los reglamentos que ambas cámaras de la Asamblea Legislativa Plu-
rinacional deberán ajustar en un futuro próximo.

Como se vio anteriormente, la compatibilización normativa tiene un alcance 
mayor pues existen situaciones que sólo se pueden resolver mediante una 
ley de armonización, como recurso último para intentar reparar la falta de 
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armonía entre normas. Por ello, en general, es preferible pensar en formas 
opcionales que posibiliten soluciones ex ante más que ex post. La compleji-
dad de la que hablábamos en torno a los tipos de competencias (exclusivas, 
concurrentes y compartidas para este caso) y la intervención de dos órganos 
del Estado en su ejercicio, obligan a pensar seriamente en mecanismos de arti-
culación y relacionamiento (“inter” e “intrapoderes”, se los podría denominar) 
que faciliten esta tarea. No obstante, surgen algunas preguntas al respecto: 
¿Qué mecanismos de coordinación interinstitucional ayudarían a ordenar la 
legislación ex ante y ex post? y, ¿qué elementos técnicos, procedimentales y 
organizativos deberían los legislativos autonómicos y del nivel central prever 
para un ordenamiento mínimo de la legislación?

Sin lugar a dudas, este escenario se constituye y plantea una tarea ineludible 
de trascendental importancia, a la cual las y los profesionales e instituciones 
públicas y privadas deberán aportar en pos de consolidar el Nuevo Estado 
Plurinacional de Bolivia bajo un modelo autonómico.

Ciencia de la legislación? En la actualidad pocas universidades en Boli-
via contienen en su malla curricular alguna materia relacionada a esta 
ciencia. Desconocida para muchos, la ciencia de la legislación crece y 

se expande a medida que los gobiernos de los países descubren su gran uti-
lidad y empiezan a aplicarla, generando así una demanda de profesionales 
especializados en el área.

Su componente más importante es, en definitiva, la técnica legislativa. A pri-
mera vista pareciera que su fin es sólo la buena redacción de las leyes; cosa 
que no es cierta pues la técnica legislativa atañe a temas más importantes 
como la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico, así como a la calidad, 
la publicidad y la viabilidad de las normas, entre otros aspectos.

Podemos preguntarnos por qué es tan importante que los gobiernos apliquen 
la técnica legislativa. La respuesta más sencilla la encontraremos al mirar 
desde la óptica de los destinatarios de las leyes o normas, es decir, desde cada 
uno de los habitantes de un territorio quienes componen la sociedad regida 
diariamente por la normativa vigente.

Una ley difusa puede causar graves vulneraciones a los derechos de las per-
sonas. Por ejemplo, en el caso del derecho penal, un artículo impreciso puede 
llevar a los imputados o acusados a la cárcel o, contrariamente, a liberar a los 
culpables. De igual forma, un artículo impreciso en la Constitución puede 
ocasionar el desarrollo de una ley errónea y contraria al ordenamiento jurídico. 
Es, entonces, la responsabilidad del legislador mucho más grande que la que 
se presume pues una ley bien hecha genera seguridad jurídica mientras que 
una ley mal hecha ocasiona todo lo contrario.

Las imprecisiones, incoherencias y la propia calidad de las leyes pueden 
afectar la vida de las personas más de lo que parece. Por ello es importante 
que el poder legislativo tome en cuenta no sólo los beneficios de una ley sino 
también los perjuicios que podría ocasionar su oscuridad. Pero la aplicación 
de la técnica legislativa por parte de los gobiernos tampoco es suficiente en 
sí misma pues se requiere de otros factores, como el rol que deben jugar las 
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universidades y centros de capacitación, ya que a mayor cantidad de pro-
fesionales especializados en técnica legislativa, mayor será el avance en el 
desarrollo de la ciencia de la legislación en el país.

Existen ejemplos claros de las mencionadas imprecisiones, quizá uno de los 
más criticados y notorios lo podemos observar, a simple vista, en la nueva 
Constitución Política del Estado que, en el cuarto párrafo de su preámbulo, 
deja en claro la transformación de Bolivia, de República a Estado Plurina-
cional: “Dejamos en el pasado el Estado colonial, republicano y neoliberal. 
Asumimos el reto histórico de construir colectivamente el Estado Unitario 
Social de Derecho Plurinacional Comunitario”.

Sin embargo, poco después, en el primer inciso del artículo 11, se lee lo 
siguiente: “La República de Bolivia adopta para su gobierno la forma demo-
crática participativa, representativa y comunitaria”. Pareciera éste un ejemplo 
inventado pero es la realidad por lo que, hoy por hoy, cualquier persona puede 
cuestionarse, legítimamente, si Bolivia es una República o un Estado Plurina-
cional, más aún cuando la nueva norma constitucional utiliza nueve veces el 
término “República”. Esta grave imprecisión conlleva un conflicto jurídico de 
interpretación; quizás un abogado entendido en el tema conciba claramente 
que la “República” quedó en el pasado y dio paso al Estado Plurinacional, sin 
embargo, el ciudadano de a pie, ¿tendrá clara la cuestión?

En términos jurídicos, una palabra de más o, simplemente, una coma en 
el lugar equivocado pueden marcar la diferencia en la interpretación de un 
artículo. Al respecto, en este artículo, sólo utilizamos como ejemplo la mala 
redacción de la Constitución Política del Estado pero, si analizáramos más 
a fondo, encontraríamos que las leyes y normas en el país carecen de uni-
formidad y que se observan graves problemas desde los títulos hasta en el 
orden del contenido y en lo referente a otros aspectos técnicos inherentes a 
su calidad, así como en la publicidad de las mismas y en su viabilidad real.

A partir de la nueva Constitución Política del Estado, Bolivia requiere más 
que nunca la difusión y puesta en práctica de la técnica legislativa en los dife-
rentes niveles de Gobierno, con el reconocimiento de las autonomías y de su 
cualidad legislativa. Así, en la llamada “era autonómica” se ha incrementado 
el número de instancias legislativas; actualmente, contamos con una Cámara 
de Senadores y otra de Diputados, nueve Asambleas Legislativas Departamen-
tales, 328 Consejos Municipales, 12 Consejos Municipales Indígenas y una 
Asamblea Regional. En total, las 352 instancias legislativas, día a día emiten 
distintas normas que rigen la vida de los más de diez millones de bolivianos 
que habitan el país, de acuerdo al último censo.

Si multiplicamos el total de instancias legislativas por el número aproximado 
de sus miembros y sumamos el número de asesores de que disponen, adver-
tiremos que en los diferentes niveles de gobierno hay un auténtico “ejército” 
de legisladores y técnicos que, en muchos casos, carecen de conocimientos 
suficientes de legislación y que, en su mayoría, son reemplazados por otros 
tras algunos años de gestión.

Alguna vez se dijo que en Bolivia había demasiados abogados. Sin embargo, 
ojalá un gran número de ellos volcara su interés en la ciencia legislativa pues 
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así aportarían al engrandecimiento de nuestro país. Al fin, Bolivia decidió 
caminar por la senda de la autonomía; dimos un pequeño paso pero nos resta 
conquistar el futuro y la técnica legislativa debería contribuir a guiarnos de 
aquí en adelante.

IV. Temas especializados de técnica 
legislativa 

Toda norma, para que entre en vigencia plena, requiere previamente 
de la publicación en el órgano oficial, precisamente por el principio 
de publicidad que rige para las mismas: “La ley será de cumplimiento 

obligatorio desde el día de su publicación, salvo que en ella se establezca un 
plazo diferente para su entrada en vigencia”. Principio que se asocia con la 
afirmación de que nadie puede argumentar el desconocimiento de la ley.

La Gaceta Oficial de Bolivia es el órgano oficial del Estado Plurinacional para 
atender la edición y publicación oficial de la normativa emitida por el Órgano 
Ejecutivo, conforme lo establece el parágrafo IV del artículo 123 del Decreto 
Supremo 2984, de 7 de febrero de 2009, de Organización del Órgano Ejecutivo.

Toda actividad donde el hombre interviene con su trabajo material e intelectual, 
tiene un carácter perfectible, pero susceptible de cometer errores que pueden 
causar graves perjuicios o malinterpretaciones como sucede en la publicación 
y vigencia de una norma.

El Ministerio de la Presidencia del Estado Plurinacional de Bolivia, en fecha 17 
de julio de 2013, mediante la Resolución Ministerial N° 212, ha aprobado el 
“Reglamento para el procedimiento de fe de erratas y duplicidad de numeración 
de normas jurídicas”, conformado por tres (3) capítulos y once (11) artículos. 
Lo destacable de esta normativa específica es que incorpora definiciones como: 
“Errata”, “Fe de erratas”, “Numeración normativa” y “Duplicidad”, además del 
procedimiento y plazo para proceder a efectuar las mismas.

La reglamentación específica señalada se aplica únicamente y exclusivamente 
para aquellas modificaciones de forma en las normas publicadas en la Gaceta 
Oficial. Adicionalmente, las entidades territoriales autónomas, a tiempo de 
estructurar su órgano oficial de publicación de sus normas —y, específica-
mente, en los aspectos de la fe de erratas y la duplicidad de numeración— 
pueden considerar esta reglamentación como una guía para elaborar su propio 
reglamento específico.

De igual forma, las entidades territoriales autónomas —que tienen Asambleas 
Legislativas con la competencia de dictar normas específicas— deberían re-
conocer toda la experiencia y trayectoria de la Gaceta Oficial de Bolivia para 
la organización y estructuración de sus órganos oficiales de publicación, sin 
menoscabo de su independencia. La Gaceta Oficial de Bolivia fue creada por 
ley el 17 de diciembre de 1956, con la finalidad de evitar criterios técnicos 
dispersos y uniformizar una tipología y numeración en las normas, para poder 
así otorgar seguridad jurídica bolivianas y bolivianos.

REGLAMENTO 
PARA EL 
PROCEDIMIENTO 
DE FE DE ERRATAS 
Y DUPLICIDAD 
DE NUMERACIÓN 
DE NORMAS 
JURÍDICAS
Oscar Eduardo Unzueta 
Mercado
Abogado de la Escuela de 
Gestión Pública Plurinacional 
(EGPP).



47El Proceso Legislativo Boliviano
en el Marco del nuevo modelo Autonómico

Por lo general todas las leyes, en la parte final de su cuerpo, introducen 
las disposiciones derogatorias y abrogatorias de las leyes de la misma 
materia o de otras que sean contrarias a su vigencia y regulación en el 

ordenamiento jurídico. Al respecto, en la legislación nacional está parcialmente 
vigente el Decreto Supremo 25350, del 8 de abril de 1999 que constituye el 
“Manual de Técnicas Normativas” a nivel del órgano ejecutivo del Gobierno 
Nacional del Estado Plurinacional.

Este Manual, en el primer numeral del artículo 27, establece que “son dispo-
siciones abrogatorias las que a la entrada en vigor de la nueva norma, dejan 
sin eficacia la totalidad de una o varias normas hasta entonces vigentes”. 
Seguidamente, el segundo numeral del mismo artículo dispone que “las 
disposiciones abrogatorias y derogatorias señalarán pormenorizadamente las 
disposiciones de igual rango que la nueva abroga, así como aquellos precep-
tos (artículos y disposiciones de la parte final) de otras normas que quedan 
igualmente derogadas”.

En el mismo artículo, el cuarto numeral señala: “Cuando un proyecto legislativo 
de particular complejidad tenga que abrogar numerosas normas legislativas 
o reglamentarias, llevará incorporado dentro de estas Disposiciones Abroga-
torias y Derogatorias una específica que contenga la tabla de abrogaciones, 
derogaciones y vigencias de las disposiciones afectadas a la nueva ley”. En esta 
misma línea, el sexto numeral precisa que “las abrogaciones y derogaciones 
expresas que tiene que contener toda disposición normativa, evitarán la uti-
lización de una cláusula genérica de abrogación y derogación”.

Como se puede apreciar, el artículo 27 del referido decreto supremo, contie-
ne reglas básicas estrechamente relacionadas con las técnicas y directrices 
legislativas, por lo que debiera ser revalorizado en el contexto de la garantía 
de la vigencia plena del principio de seguridad jurídica dentro del Estado de 
Derecho y Democrático, en el contexto de la nueva Constitución Política del 
Estado y del Estado Plurinacional.

En el ámbito de la labor legislativa, propia del órgano legislativo, no se debe 
obviar el fin y objeto de la regulación de la nueva ley, con relación al conjunto 
de la sociedad civil y a la vigencia y aplicación de la norma anterior (a ser 
derogada) dentro el ordenamiento jurídico. Básicamente, estamos indicando 
que se debe resguardar y garantizar el principio de la seguridad jurídica 
cuando se vaya a elaborar, tramitar, sancionar, promulgar y publicar una ley, 
sea cual fuere la materia a regular y, fundamentalmente, de aquellas que están 
relacionadas con el entramado social.

El principio de seguridad jurídica “es la condición esencial para la vida y el 
desenvolvimiento de las naciones y de los individuos que la integran. Re-
presenta la garantía de la aplicación objetiva de la ley”. Sobre el principio de 
seguridad jurídica, la Sentencia Constitucional (S.C) N° 787/2011-R, del 30 
de mayo de 2011, ha establecido lo siguiente: “(…) por su reconocimiento 
constitucional, [el principio de seguridad jurídica] no puede ser inobservado 
por las autoridades jurisdiccionales y/o administrativas, a momento de cono-
cer y resolver un caso concreto sometido a su competencia, por tanto es de 
inexcusable cumplimiento”. Este principio debe ser transversal y continuo en 
el trámite de la elaboración de la ley y corresponderá a los legisladores, por 
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su competencia, cuidar que la producción de las leyes resguarde la seguridad 
jurídica en las disposiciones derogatorias y abrogatorias, a los efectos de la 
nueva regulación y eficacia de la misma.

Ahora bien, la técnica legislativa recomienda que las disposiciones derogatorias 
y abrogatorias “serán siempre expresas, precisas y exhaustivas conteniendo: 
una relación de las normas o partes de ellas que la nueva ley derogue,] de las 
que se mantienen en vigor”, y también que no se deben incluir “derogaciones 
genéricas o indeterminadas”.

Estos son elementos fundamentales que se encuentran en el “Manual de 
Técnicas Normativas” y que, sin embargo, no se están cumpliendo en la 
tramitación de la producción legislativa. La técnica legislativa ha identificado 
que una derogación de tipo genérica atenta contra el principio de seguridad 
jurídica, por lo que con el fin de preservar ese principio y la objetividad en 
la aplicación de la ley, establece las recomendaciones que se deben revalo-
rizar y contextualizar en este momento histórico de producción legislativa, 
de desarrollo de la Constitución Política del Estado Plurinacional y de las 
autonomías.

Por ello, las Asambleas Legislativas de los diferentes niveles de gobierno deben 
contar formalmente con los respectivos manuales de técnica legislativa, en los 
cuales deberá enfatizarse el carácter de las disposiciones derogatorias con el 
orden constitucional (seguridad jurídica) para que este aspecto de la estructura 
de la ley se mantenga vigente en todo el trámite legislativo y se disponga de 
leyes que garanticen la aplicación objetiva y la certeza de su cumplimiento 
sin vicios o abusos de poder.

Cumplir con las exigencias de las directrices legislativas respecto a las disposi-
ciones abrogatorias parece ser una labor titánica, compleja y de alto compromiso 
social, pues conlleva “conocer el derecho vigente en cada momento histórico” 
por parte del legislador y del equipo técnico que lo acompaña. Otro aspecto 
que debe tomarse en cuenta es el grado de formación de los asambleístas que 
componen las asambleas legislativas. Se considera de vital importancia para 
el trámite legislativo el uso de la informática, como instrumento de garantía 
de los principios constitucionales al momento de derogar o abrogar leyes en 
vigencia. Además, la informática también efectiviza el trabajo de las sistema-
tizaciones de la legislación por materia.

La actual Asamblea Legislativa Plurinacional (ALP) ha producido leyes en 
diferentes materias; algunas de las cuales analizamos a continuación en el 
contexto de la cuestión de las disposiciones abrogatorias, derogatorias y de 
la cláusula genérica. Así, la Ley Marco de Autonomías y Descentralización 
en sus disposiciones abrogatorias enumera, de manera expresa, las leyes y 
decretos abrogados, señalando los artículos y preceptos de las diferentes leyes.

Esta ley, en su disposición final segunda establece que “se abrogan y derogan 
todas las disposiciones de igual o inferior jerarquía contrarias a la presente 
ley”. Por ello, haciendo un examen de sus disposiciones abrogatorias, se puede 
afirmar que esta ley es expresa, precisa y exhaustiva, evitándose el uso del 
tipo genérico de abrogación. De tal manera que esta ley guarda compatibilidad 
con las directrices y con el “Manual de Técnica Normativa nacional”.
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Sin embargo, es evidente que hay dos situaciones técnicas que deben ser 
consideradas:

a.	El referido manual, en el numeral 27.6 del artículo 27 establece que se 
evitará la utilización de una cláusula genérica de abrogación y derogación. 
Sin embargo, en el caso de análisis se introduce en la disposición final una 
cláusula de tipo genérica que desvirtúa la formalidad de la ley conforme la 
normativa de técnica legislativa. Pues bien, la técnica legislativa reconoce 
que se puede introducir en el texto legal la cláusula genérica (salvaguardia) 
especificando la ley y la materia que regula.

b.	El otro aspecto tiene que ver con la segunda parte de la disposición tran-
sitoria décimo segunda, donde se establece la vigencia de las disposiciones 
legales y normativas. Conforme la técnica legislativa y la norma de técnica 
normativa, esa disposición debería estar en las disposiciones abrogatorias 
y derogatorias en una tabla de vigencias de las leyes y normas, y no fuera 
de ellas.

En un Estado de Derecho todos debemos abogar para que el principio de 
seguridad jurídica se solvente y respete tanto por los administrados como 
por los administradores. Por ello, la tramitación de la ley debe guardar total 
respeto al manual y, en general, a la norma de técnica legislativa con el fin de 
establecer la objetividad de su aplicación en tiempos de cambio.

REFERENCIAS
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Conforme prevé el Reglamento General de la Cámara de Diputados del 
Estado Plurinacional de Bolivia, toda presentación de un proyecto de 
ley debe tener, necesariamente, una exposición de motivos. La práctica 

muestra, sin embargo, que no precisamente todos los proyectos de ley se 
acompañan con una exposición de motivos, lo que no implica que éstos se 
dejen; es más, existen muchos proyectos que se tramitaron recurriendo a la 
figura de la “dispensación de trámite” y mediante voto de urgencia.

De tal manera que, en este caso existe una disposición de carácter expresa —
como es el Reglamento General de la Cámara de Diputados— que, sin embargo, 
al no ser de cumplimiento obligatorio en la práctica, deja de tener eficacia.

En general, en la exposición de motivos se debe expresar los principios que 
orientan el proyecto de ley y la finalidad que se busca con el mismo, tomando 
en cuenta el sentido e intención del proyectista. Para ello, cuando se redacta la 
exposición de motivos de un determinado proyecto de ley se debe establecer 
los elementos y argumentos que fundan al planteamiento de ese proyecto para 
que la Asamblea Legislativa Plurinacional pueda conocer los argumentos que 
se esgrimen en el mismo. Los argumentos deben obedecer a la problemática 

IMPORTANCIA DE 
LA EXPOSICIÓN DE 
MOTIVOS
Idelfonso Mamani Romero
Abogado y magíster en Derecho 
Procesal Penal. Fue Director 
Jurídico Departamental de la 
Prefectura de Potosí y asesor del 
Tribunal Supremo Electoral.



50

que pretende resolverse tomado en cuenta no solamente el aspecto político, 
sino además lo concerniente al ámbito técnico-jurídico.

Al establecer los fundamentos del proyecto de ley, se debe focalizar la 
atención en la justificación del mismo. En cuanto a la parte dispositiva que 
contiene la ley, se debe mostrar que la norma legal vigente es insuficiente 
en relación a la temática del proyecto. Además, el contenido del proyecto 
debe ofrecer una respuesta consistente sus fines considerando, en todo caso, 
sus implicaciones sociales y económicas, y sus efectos en una coyuntura 
histórica determinada.

Es importante que la exposición de motivos no mantenga o repita partes del 
contenido correspondiente al articulado del proyecto de ley, toda vez que los 
aspectos que motivan el proyecto deben ser suficientes como explicación por 
sí mismos, sin que requieran recurrir al articulado para explicar e ilustrar la 
situación de contexto.

No debe dejarse de tener presente que la exposición de motivos tiene su im-
portancia, pues si bien no tiene efectos de aplicación obligatoria, no deja de ser 
importante por el rol propio que cumple en el momento de su consideración 
en la Asamblea Legislativa Plurinacional.

No todos los proyectos de ley surgen de fenómenos iguales, puesto que cada 
contexto es diferente y, en consecuencia, cada uno debe ser enfocado en esa 
dimensión teniendo en cuenta sus particularidades en la fundamentación de 
la exposición de motivos.

Otro de los aspectos importantes de la redacción de la exposición de motivos 
radica en prever los efectos que generaría la ley, una vez promulgada, influ-
yendo en las transformaciones de la realidad y haciendo que los problemas 
identificados queden simplemente consignados como los elementos que 
motivaron el proyecto.

Los principios y la finalidad que se plasman en el proyecto de ley, al margen 
de testimoniar las razones por las que surgió el proyecto, cumplen un rol 
protagónico puesto que el legislador, durante la consideración y tratamiento 
del proyecto, se informa y se ilustra leyendo el contenido de la exposición de 
motivos que, por lo tanto, se convierte en una suerte de “antesala” del arti-
culado del proyecto en sentido estricto. Por ello, a través de la exposición de 
motivos el legislador debiera poder encontrar el sentido exacto de la intención 
que propicio el proyecto.

De ahí que varíe el espíritu de la exposición de motivos con relación al 
preámbulo, entendido éste como las consideraciones que plantea el legislador 
a tiempo de formular en la instancia legislativa el proyecto de ley, de acuerdo 
a los parámetros de una iniciativa legislativa propia. No obstante, en ambos 
casos —tanto de la exposición de motivos como del preámbulo— es muy 
importante que éstos guarden relación y coherencia con el articulado del 
instrumento normativo.

Tanto la exposición de motivos como el preámbulo de un proyecto de ley 
contribuyen a la interpretación y orientación del articulado y, aunque carecen 
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de valor normativo, expresan claramente los argumentos utilizados como 
sustento de la ley que, por otra parte, será votada en la instancia legislativa 
como un conjunto por lo que las dos partes mencionadas también formarán 
parte de la ley, una vez ésta sea publicada en la Gaceta Oficial de Bolivia, en 
cumplimiento estricto de la Constitución.

Sin embargo, cabe señalar que, con frecuencia, los proyectos de ley que se 
presentan a la Asamblea Legislativa Plurinacional no están acompañados de 
la correspondiente exposición de motivos y que si lo están, ésta no cumple 
la función que debiera. En muchos casos, se trata de meras declaraciones que 
carecen de profundidad en cuanto a la fundamentación de los motivos de la 
formulación y que no son capaces de contextualizar lo suficiente dejando al 
proyecto de ley con parte del articulado únicamente.

Por ello, es necesario que todos los proyectos de ley que ingresen a la Asam-
blea Legislativa Plurinacional estén precedidos de una adecuada exposición 
de motivos, en cumplimiento del Reglamento General de la Cámara de Di-
putados, actualmente en vigencia.

Además, tales exposiciones de motivos deberían cumplir, mínimamente, con 
la expresión de los principios que orientan el proyecto y, en consecuencia, 
referir la finalidad que busca dicha iniciativa legislativa y el impacto que se 
espera generar con la aplicación de la misma. Asimismo, en la medida de lo 
posible, los preámbulos deben ser enfocados a partir de los aspectos que son 
básicamente exigidos, como los antecedentes generales, los principios y la 
finalidad.

Para dar viabilidad y buscar la uniformización de los aspectos referidos en 
relación a la composición de la exposición de motivos y del preámbulo, es 
necesario plantear una norma de carácter nacional para este propósito. Pos-
teriormente, la misma debería ser divulgada y socializada ampliamente por 
las diferentes instancias de la misma Asamblea Legislativa Plurinacional.

Mientras se carezca de un procedimiento de esta naturaleza que detalle los 
contenidos y el objeto de la exposición de motivos y del preámbulo se deberá 
en lo posible, trabajar con la doctrina disponible en el país al respecto.

Por otra parte, existen muchos entes de carácter legislativo a nivel subna-
cional —como las Asambleas Legislativas Departamentales y los Consejos 
Municipales— que, en general, deben cumplir los mismos procedimientos y 
requisitos que se mencionaron anteriormente aunque, como se sabe, se trata 
de instancias legislativas que están todavía pasando por procesos incipientes 
de organización. Sin embargo, no por ello están exentas del cumplimiento de 
las normas en lo que se refiere a las técnicas legislativas que son fundamentales 
para la elaboración de proyectos de ley.
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Con la promulgación de la nueva Constitución Política del Estado el 7 
de febrero del 2009, el monopolio sobre la labor legislativa que osten-
taba el nivel central del Estado, quedó atrás. La norma fundamental 

actualmente vigente ha dado paso a la instauración del modelo autonómico 
en la organización territorial del Estado, que trajo consigo el reconocimiento 
de la facultad legislativa a los niveles subnacionales de gobierno, es decir, el 
nivel departamental, municipal y el de las autonomías indígena originario 
campesinas.

Tres años han pasado desde que los Gobiernos Departamentales, por medio 
de sus Asambleas Legislativas Departamentales, y los Gobiernos Municipales, 
por medio de sus Concejos Municipales16, han afrontado esta histórica tarea 
de dictar las primeras leyes autonómicas para que rijan en sus respectivas 
jurisdicciones, con igual jerarquía y validez que las leyes nacionales dictadas 
por el nivel central del Estado. Precisamente, la Constitución Política de Esta-
do, otorga esa igualdad jerárquica entre la legislación nacional y la legislación 
autonómica a través del artículo 410.II, que expresamente señala lo siguiente:

“…la aplicación de las normas jurídicas se regirá por la siguiente jerarquía, 
de acuerdo a las competencias de las entidades territoriales:

1.	Constitución Política de Estado.

2.	Los tratados internacionales.

3.	Las leyes nacionales, los estatutos autonómicos, las cartas orgánicas y el 
resto de la legislación departamental, municipal e indígena.

4.	Los decretos, reglamentos y demás resoluciones emanadas de los órganos 
ejecutivos correspondientes”.17

Al otorgar la Constitución igual jerarquía a las normas dictadas por diferentes 
órganos emisores de leyes (Asamblea Legislativa Plurinacional, Asambleas 
Departamentales, Concejos Municipales e instancias de las Autonomías 
Indígenas que correspondan, de acuerdo a sus normas y procedimientos 
propios y a su Estatuto Autonómico)18 se correría el riesgo de que exista una 
colisión entre dichas normas, ocasionando lo que sin duda alguna podría 
considerarse como un caos jurídico. Sin embargo, la Constitución es clara. 
En la citada disposición constitucional (art. 410.II de la CPE) se señala de 
manera expresa, que la aplicación de la jerarquía normativa establecida se 
debe realizar de acuerdo a las competencias de las entidades territoriales. De 

16   Ninguno de los 11 municipios que votaron mediante referendo por su transformación a la Au-
tonomía Indígena Originario Campesina han logrado consolidarse plenamente, puesto que ningu-
no cuenta con su Estatuto Autonómico aprobado, lo cual es una condición sine qua non para acceder 
a esa categoría, a diferencia de los departamentos y municipios que ejercen la cualidad autonómica 
de manera directa, independientemente de tener aprobado o no su Estatuto Autonómico o carta 
orgánica, respectivamente.
17   Cabe mencionar, que esta misma disposición señala que: “el bloque de constitucionalidad 
está integrado por los tratados y convenios internacionales en materia de Derechos Humanos y las 
normas de Derecho Comunitario, ratificados por el país”; por lo que estas normas tienen aplicación 
preferente conjuntamente a la Constitución Política del Estado. 
18   La Constitución establece también la Autonomía Regional, cuyo Gobierno está constituido por 
una Asamblea Regional, sin embargo a ésta no se le reconoce la facultad legislativa (art. 281, CPE).
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igual manera se ha pronunciado el Tribunal Constitucional Plurinacional 
(TCP) a través de la Sentencia Constitucional Plurinacional 2055/2012, del 
16 de octubre, en la que señala:

“…es importante puntualizar que el parágrafo II del art. 410 de la CPE, 
al establecer la jerarquía normativa, no determina una escala respecto de 
los diferentes tipos de leyes, ni un orden jerárquico respecto a la leyes al 
determinar en el mismo nivel a las leyes nacionales, los estatutos auto-
nómicos, las cartas orgánicas y el resto de la legislación departamental, 
municipal e indígena, con el advertido que la Norma Suprema establece 
que la aplicación de las normas jurídicas se realizará de acuerdo con las 
competencias de las entidades territoriales autónomas”.

Por otra parte, en la aludida jurisprudencia constitucional se menciona que:

“…sobre las competencias de las entidades territoriales autónomas el nivel 
central del Estado no está facultado para legislar, pero en aquello que no 
es competencias de las entidades territoriales autónomas, el nivel central 
del Estado tiene la obligación de hacerlo…”.

En ese sentido, dentro de este modelo de “árbol normativo”19 vigente en el 
Estado boliviano con autonomías, se hace imprescindible adoptar ciertas 
previsiones que garanticen que la producción de leyes por parte de la Asam-
blea Legislativa Plurinacional, las nueve Asambleas Departamentales, los 328 
Concejos Municipales y las 11 instancias de las Autonomías Indígenas que 
correspondan —de acuerdo a sus normas y procedimientos propios y su Es-
tatuto Autonómico— guarden estrecha relación con las competencias que les 
han sido otorgadas por la Constitución o que les sean asignadas de acuerdo 
a la Ley Marco de Autonomías y Descentralización.20 Para este cometido, la 
técnica legislativa sugiere que dentro de los Estados compuestos en los que 
distintos entes territoriales poseen competencia legislativa, como es el caso 
del Estado boliviano, en la exposición de motivos y/o en el preámbulo de 
todo proyecto de ley se mencione de manera expresa bajo que competencia 
se pretende dictar la misma. Situación que sin duda alguna garantiza que el 
ejercicio de la facultad legislativa se realice conforme a lo dispuesto por la 
Constitución Política del Estado y sin invadir las competencias otorgadas a 
otro nivel de Gobierno.

19   Analizando el sistema de fuentes de la normativa boliviana, Horacio Andaluz señala que: “el 
gráfico piramidal (pirámide de Kelsen) se muestra inútil para representar la estructura del sistema 
jurídico. Más sirve para distorsionarlo que para representarlo. Este punto ha sido tocado por Raz. 
Por su mayor plástica para graficar las relaciones formales entre las normas, reemplaza la pirámide 
por el diagrama en forma de árbol genealógico”. ANDALUZ, Horacio. Aplicación Judicial de la Cons-
titución. Editorial El País. Santa Cruz de la Sierra. 2010. Pág. 31. 
20   La cláusula residual de la Constitución Política del Estado (art. 297.II), establece que Las com-
petencias no listadas en el texto constitucional deben ser atribuidas al nivel central del Estado. Sin 
embargo, la Ley Marco de Autonomías y Descentralización, en su artículo 72, señala la posibilidad 
de que el nivel central del Estado, mediante ley, realice la asignación de dichas competencias a las 
Entidades Territoriales Autónomas, incluyendo la facultad legislativa, lo cual difiere de la transfe-
rencia y delegación de competencias señalada en la Constitución Política del Estado, toda vez que 
éstas implican sólo la transferencia o delegación de las facultades reglamentarias y/o ejecutivas, y 
no así de la facultad legislativa. Esta disposición ha sido asimilada como constitucional por parte 
del Tribunal Constitucional Plurinacional mediante la Sentencia Constitucional Plurinacional (SCP) 
2055/2012 y ratificada mediante la Declaración Constitucional 01/2013.
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Pero más allá de esto, se debe tomar en cuenta que la exposición de motivos 
no acompaña a la ley una vez ha sido promulgada, y si bien el preámbulo sí 
es publicado de manera conjunta a la parte dispositiva de la ley, en Bolivia no 
todas las leyes contienen un preámbulo. Por esa razón, no considero suficiente 
que la mención de la competencia bajo la cual se dicta la ley vaya únicamente 
en la exposición de motivos y/o en el preámbulo, sino que es necesario se 
la incorpore también dentro del mismo articulado, mediante una cláusula 
competencial.

Sobre lo mencionado, la técnica legislativa sugiere que dentro de las dispo-
siciones finales de las leyes, se incluya el “título competencial en virtud del 
que se dicta la ley”21; lo cual desde mi punto de vista no es correcto, en el 
entendido de que en realidad debe ser parte de las disposiciones generales 
de la ley, debido a la gran importancia que conlleva dentro de un Estado con 
autonomías.

Bajo este criterio fue aprobado el “Reglamento para la Elaboración de Leyes 
Departamentales” de la Asamblea Legislativa Departamental de Santa Cruz, 
en el que se menciona que uno de los elementos a ser tomados en cuenta al 
momento de la elaboración de los proyectos de ley departamentales, es preci-
samente el marco competencial bajo el cual se ampara. Si bien este Reglamento 
no es claro en cuanto a la determinación de en qué parte de la ley debe estar 
incorporado ese marco competencial, en la práctica se lo incorpora dentro de 
las disposiciones generales, conforme (a mi criterio) corresponde.

Los errores que se cometen en el caso de las leyes departamentales de Santa 
Cruz, en cuanto al establecimiento del marco competencial, los cuales deben 
ser subsanados a través de la aprobación del mencionado Reglamento, son: 
1) El nomen iuris que se le da al artículo, toda vez que se lo denomina como 
“marco legal”, siendo que lo correcto es que se denomine “marco competencial” 
tal como lo señala el Reglamento; y 2) La mención dentro de dicho artículo 
de otras normas de igual o menor jerarquía, siendo que lo correcto es que se 
mencione exclusivamente la Constitución Política del Estado, y las leyes que 
por mandato constitucional son normas habilitantes para el ejercicio de la 
facultad legislativa, como ser la Ley Marco de Autonomías y Descentralización 
o la ley de asignación competencial que corresponda. El resto de la normativa 
(nacional o autonómica) con la cual guarde relación la ley, deberían mencio-
narse solamente en la exposición de motivos de la misma.

En definitiva, la incorporación de una cláusula competencial dentro del arti-
culado de las leyes nacionales y subnacionales o autonómicas, brinda certi-
dumbre sobre su constitucionalidad y validez a quienes deban interpretarlas 
o aplicarlas, más allá del principio de presunción de constitucionalidad de 
toda ley hasta que el órgano competente (TCP) no determine lo contrario.

21   García-Escudero, Piedad. Material del módulo 2 (Principios y reglas de técnica legislativa: 
contenido y estructura de la ley) del curso sobre Técnica Legislativa y Elaboración de Leyes, Edición 
1. Fundación CEDDET. 2013. Pág. 65.
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Según la doctrina y algunas legislaciones, la diferencia entre el preámbulo 
y la exposición de motivos radica en que el primero tiene un conteni-
do político —es decir, permite al legislador exponer puntos de vista 

filosóficos y coyunturales— mientras que la segunda es más de carácter 
explicativo y de justificación.22 De cualquier modo, tanto el preámbulo como 
la exposición de motivos se constituyen sobre una base doctrinal y jurídica 
que antecede a las partes dispositivas de las normas, convirtiéndose en sus 
fundamentos.

En relación a la diferencia entre preámbulo y exposición de motivos, cabe 
considerar que la exposición de motivos suele acompañar a una ley y el 
preámbulo, normalmente, a las constituciones. No obstante, excepcionalmen-
te, algunas leyes incluyen ambos; del mismo modo que sucede con algunos 
tratados internacionales,

El tipo de lenguaje del preámbulo es distinto al de la exposición de motivos; el 
primero suele ser conciso y declarativo de la voluntad del poder constituyente 
o del legislador y el segundo suele ser explicativo del contenido y la estructura 
de la ley, y justificativo de los objetivos de la misma. En suma, en el segundo 
caso, el lenguaje suele ser más descriptivo y por lo general más extenso.

Tanto el preámbulo como la exposición de motivos forman parte de la norma, 
siendo susceptibles de enmiendas durante el proceso de debate. En el caso 
del preámbulo, éste resume las decisiones políticas fundamentales contenidas 
en el texto constitucional en forma de valores, reglas y principios; en el caso 
de la exposición de motivos, éstos expresan la voluntad del legislador y de 
la ley, estableciendo el criterio interpretativo de las disposiciones de la ley.

En la legislación boliviana se incorpora el preámbulo o la exposición de 
motivos, dependiendo del tipo de norma de que se trate. Además, se incluye 
la parte de los “Vistos y Considerandos” si se trata de decretos supremos, 
resoluciones supremas u otras normas de menor jerarquía.

PREÁMBULO
El preámbulo es el texto que condensa las afirmaciones y las decisiones po-
líticas fundamentales; puede ser expresado en forma de valores, principios y 
reglas estableciendo los objetivos de la norma, bajo el criterio de dar unidad 
y coherencia a la misma. Tradicionalmente, se ha sostenido que el preámbulo 
no tiene validez normativa propiamente dicha, por lo que su cumplimiento 
no es obligatorio; sin embargo, existe una corriente que sostiene que éste, si 
bien no forma parte de la norma ni es obligatorio, puede ser utilizado para 
el análisis o interpretación de la misma. Esto quiere decir que si el órgano 
jurisdiccional debe interpretar la ley en el sentido que el legislador la dictó, 
la fuente más fiable para entender ese sentido o finalidad se encuentra en el 
preámbulo, dado que es el mismo legislador quien lo redactó.

En la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, el preámbu-
lo es la parte explicativa de los fines mediatos y propósitos inmediatos que 
antecede a la norma fundamental, aunque también puede anteceder algunas 
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otras leyes. Exponemos una parte del preámbulo de la Constitución Política 
del Estado vigente desde el 9 de febrero de 2009.

“Dejamos en el pasado el Estado colonial, republicano y neoliberal. Asu-
mimos el reto histórico de construir colectivamente el Estado Unitario 
Social de Derecho Plurinacional Comunitario, que integra y articula los 
propósitos de avanzar hacia una Bolivia democrática, productiva, portadora 
e inspiradora de la paz, comprometida con el desarrollo integral y con la 
libre determinación de los pueblos”.

Como se puede evidenciar, en éste se exponen los fines que se propone al-
canzar con la nueva Constitución; el modelo de sociedad diseñada para el 
futuro de Bolivia.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La exposición de motivos es, en realidad, el porqué de una norma, es decir 
lo que quería o proyectaba el legislador cuando la sancionó, por lo que es 
importante recurrir a aquélla cuando se trate de interpretar una ley que esté 
generando problemas interpretativos.

La exposición de motivos de una ley forma parte de la misma, por lo que ten-
dría valor jurídico y normativo pese a no establecer, propiamente, preceptos 
con consecuencias jurídicas. Sin embargo, ésta es una parte importante de la 
ley, ya que para cambiarla es necesario también cambiar la ley.

Aún siendo el carácter de la exposición de motivos de orden explicativo y de 
justificación, debido a su importancia, el Reglamento General de la Cámara 
de Senadores establece que “todo Proyecto de Ley deberá acompañar una 
exposición de motivos que contenga antecedentes, justificación, objetivo y 
respaldo técnico económico legal cuando corresponda” (art. 124). Por otra 
parte, el Reglamento General de la Cámara de Diputados posee un conteni-
do similar, al establecer que “todo Proyecto de Ley será precedido por una 
exposición de motivos” (art. 117).

La exposición de motivos, como parte expositiva de las leyes, cumple dos 
funciones: la primera está encaminada a explicar el alcance y significación 
de la norma que se propone analizar, debatir y aprobar en la Asamblea Le-
gislativa —puesto que en la misma se exponen las razones y fundamentos 
que la justifican, su contenido y sustento jurídico constitucional y el objetivo 
político que se quiere alcanzar para superar la problemática identificada con 
una explicación detallada— y, la segunda, que consiste en la explicación de 
su alcance a la población en general con el propósito de que ésta sea entendida 
en sus objetivos para facilitar su interpretación. A continuación se reproduce, a 
manera de ejemplo, la exposición de motivos de la Ley Marco de Autonomías 
y Descentralización:

“La Ley Marco de Autonomías y Descentralización, se sustenta en tres prin-
cipios fundamentales: el de autonomía, el de solidaridad y el de unidad. 
El principio de autonomía determina el ámbito del poder político, es decir 
la esfera de competencias de cada una de las entidades territoriales autó-
nomas. El principio de solidaridad encuentra su fundamento en el Estado 
como comunidad de intereses comunes. El principio de unidad es uno de 
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los aspectos estructurales que configura el modelo del Estado boliviano. 
No hay autonomía posible sin unidad”.

Este fragmento de la exposición de motivos constituye un texto completo que 
parte de la filosofía y de los principios autonómicos consagrados en el texto 
constitucional, por lo que su contenido y la explicación del alcance de cada 
uno de los institutos desarrollados en la norma, encuentran su fundamento 
esencial dentro del marco del espíritu de la Constitución Política del Estado.

CONSIDERANDOS
Los considerandos son pasajes que se incluyen como parte expositiva de los 
decretos supremos y demás normas de menor jerarquía, como resoluciones 
supremas, resoluciones ministeriales y resoluciones administrativas, que ade-
más de explicar la base normativa en la que se respaldan las autoridades que 
la emiten, y también de su facultad para emitirla y de su alcance, contienen 
la justificación partiendo del diagnóstico respecto a lo que van a resolver, 
refiriendo los informes técnicos y legales de respaldo. El “Manual de Técnicas 
Normativas” establece que la parte expositiva constituye el instrumento de 
habilitación normativa para los decretos supremos y resoluciones supremas (art. 
15.2, Decreto Supremo 25350, de 8 de abril de 1999). A continuación, se copia 
un fragmento de un “Considerando” que corresponde a un Decreto Supremo 
sobre la Estructura Organizativa del Poder Ejecutivo del Estado Nacional:

“La nueva estructura constitucional genera la posibilidad de que el Órgano 
Ejecutivo pueda diseñar su estructura y funcionamiento directamente y 
a fin de garantizar la correcta implementación de los principios, valores y 
disposiciones de la nueva Ley fundamental”.

En este ejemplo podemos evidenciar la referencia al amparo constitucional 
de la nueva norma. El siguiente fragmento corresponde con los “Vistos y 
Considerando” de la Resolución Suprema N° 9978, de 20 de junio de 2013:

“[Vistos y Considerando:] Que de acuerdo a la solicitud del Comandante 
General de la Policía Boliviana, los Informes técnico N° 083/2013 y legal 
N° 786/2013 y el Informe Legal DGAJ-UAJ N° 232/2013, de 6 de junio 
de 2013, de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de 
Gobierno, justifican y respaldan técnica y legalmente la aprobación del 
Reglamento de Uniformes de la Policía Boliviana”.

Aquí podemos acreditar el respaldo y la consistencia normativa esencial 
que la autoridad que va suscribir la norma requiere, para que, a su vez, ésta 
pueda ser aprobada por las instancias pertinentes sin que se vaya en contra 
de la legislación de mayor jerarquía, evidenciando también la necesidad de 
la emisión de la norma.

CONCLUSIONES
Como se ha mostrado, los textos que anteceden a las normas tienen como 
fin clarificar su contenido para facilitar su interpretación al indicar los fines 
y objetivos de la misma. Los preámbulos, facilitan el manejo de la norma al 
contener un resumen mientras que, por otra parte, las exposiciones de motivos 
acreditan la facultad que tiene la autoridad para su emisión. Por último, los 
“considerandos” contienen el respaldo técnico y legal de la norma en cuestión.
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Antes de abordar de lleno nuestra temática propuesta, recordemos un 
poco acerca del llamado “Movimiento Universal de Codificación”. En 
primer lugar, el Código Civil francés, sancionado en 1804, fue redacta-

do por una comisión jurisconsultos (Tronchet, Portalis, Bigot de Préameneu 
y Maleville) y sancionado con la intervención directa y bajo la instancia de 
Napoleón. Guillermo Borda menciona lo siguiente: “Su estilo claro y preciso, 
su método y su coherencia, demostraron palpablemente las ventajas de la 
codificación civil sobre el estado anárquico de la legislación anterior… Los 
códigos modernos, están redactados en un estilo concreto y breve, y sólo 
comprenden un rama del derecho, el civil, el comercial, el procesal, etcétera”.

Respecto a los inconvenientes y ventajas de la codificación, cabe señalar que 
el movimiento universal hacia la codificación encuentra como la principal 
resistencia, en Alemania, a Savigny, quien sostuvo, fiel a los principios de su 
escuela histórica, que “(…) el derecho era un producto de la vida social, que 
se iba formando espontáneamente en la conciencia popular; la codificación 
traba ese proceso espontáneo y contribuye a cristalizar el derecho, que deja así 
de responder a las necesidades sociales; y si ello no ocurriere, si no obstante 
la codificación la formación popular del derecho continuara su natural deve-
nir, bien pronto el Código resultará superado e inútil”. En la vereda opuesta 
encontramos al célebre tratadista Thibaut quien veía en la codificación un 
instrumento eficaz de la unidad alemana. Se trabó entonces una ardiente 
polémica entre Savigny y Thibaut, que se ha hecho clásica.

Siguiendo al tratadista argentino Guillermo Borda —en su obra “Tratado de 
Derecho Civil (Parte General)”— los beneficios de la codificación son notorios: 
a) confiere unidad y coherencia a todo el sistema legislativo, evitando la anarquía 
de las leyes dispersas (yo añadiría, también, que permite la sistematización 
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ordenada y coherente de sus disposiciones); b) facilita el conocimiento de la 
ley y, por consiguiente, su aplicación; c) en países de constitución federal, es 
un eficaz instrumento de la unidad nacional. Finalmente, cuando la obra ha 
sido bien lograda, es un eficaz vehículo de la influencia cultural de un pueblo.

ANÁLISIS DE LA SIMPLIFICACIÓN NORMATIVA, EN PARTICULAR DE LAS NORMAS ADMINISTRATIVAS 
BOLIVIANAS
En este apartado quiero citar al tratadista español de Derecho Administrativo, 
Eduardo García de Enterría, mencionado por la Dra. Piedad García-Escudero 
Márquez, en referencia a la simplificación normativa, cuando señala que: “Se-
guramente la más grave crisis de la ley es la producida por la desvalorización 
que ha seguido a una inflación desmedida de las leyes como consecuencia de su 
multiplicación incontenible, que además ha sido acompañada de un desarrollo 
desbordado de normas reglamentarias que complementan o ejecutan las leyes”.

Nuestra legislación no está lejos de la descripción legal que menciona García 
de Enterría. Debe mencionarse que en Bolivia existe una proliferación norma-
tiva en materia de normas administrativas, que se agravó cuando el Gobierno 
Nacional promulgó normativa que por su naturaleza jurídica exige ser promul-
gada mediante ley del Estado. Es el caso del Decreto Supremo 29894, de 7 de 
febrero de 2009, que establece la Organización del Órgano Ejecutivo del Estado 
Plurinacional, y también del Decreto Supremo 071, de 9 de abril de 2009, que 
crea las Autoridades de Fiscalización y Control Social, extinguiendo las anti-
guas Superintendencias Generales y Sectoriales y, dicho sea de paso, haciendo 
inaplicable la ley que crea las Superintendencias de Control y Fiscalización.

En estos casos, nos referimos decretos supremos y no a leyes, puesto que la 
legislación administrativa está compuesta, mayormente, por normas de inferior 
rango a las leyes nacionales.

Como se menciona en el texto “Técnica Legislativa y Elaboración de Leyes” 
(Ed. 1, Módulo 4), sobre la inserción de la ley en el ordenamiento jurídico, la 
proliferación legislativa disminuye considerablemente la calidad de las normas 
puesto que, en opinión de Laporta (citado García-Escudero), ésta contribuye a 
la inestabilidad de las normas que quedan sujetas a modificaciones incesantes, 
produciéndose una gran fragmentación del ordenamiento y acrecentándose 
la incoherencia del ordenamiento jurídico, muchas veces como consecuencia 
de la superposición normativa. En opinión de Piedad García-Escudero, esta 
pérdida de calidad afecta a la técnica y a su coherencia sistemática, corrién-
dose el riego incurrir en lagunas, discordancias y contradicciones derivadas, 
entre otras cosas, de la pluralidad de instancias con competencias normativas 
o incluso legislativas en sentido estricto.

Como ejemplo de proliferación normativa administrativa a partir de la modi-
ficación de una norma, citamos el Decreto Supremo 23318-A, modificado por 
los siguientes decretos supremos: Decreto Supremo 29820, de 26 de noviembre 
de 2008 y Decreto Supremo 26237, de 29 de junio de 2001.

Por otra parte, también a modo de ejemplo, se puede señalar que las normas 
que antecedieron al Decreto Supremo 0283, de 2 de septiembre de 2009, 
fueron sometidas a incesantes y casi confusas modificaciones. Por otra parte, 
el Decreto Supremo 27327, de 31 de enero de 2004, establece un marco de 
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austeridad, racionalizando el gasto de las entidades públicas y determinando 
las autoridades beneficiarias de vehículos oficiales en los parágrafos I y II del 
artículo 17, así como prohibiendo las entidades públicas la compra o alquiler 
de vehículos (art. 20).

El Decreto Supremo 29274, de 13 de septiembre e de 2007, tiene por objeto 
delimitar el alcance de la prohibición del Decreto Supremo 27327, excluyen-
do de su aplicación la compra de vehículos que detalla mientras que, por 
otra parte, el Decreto Supremo 29347, de 21 de noviembre de 2007, amplía 
la exclusión a la compra de Cisternas de GLP (Tracto Camión y Tanque) y 
Cisternas para Líquidos (Tracto Camión y Tanque).

Posteriormente, mediante Decreto Supremo 29364, de 5 de diciembre de 
2007, se modifica el parágrafo IV y se incorporan los parágrafos V y VI del 
artículo 17, y modifican los artículos 20 y 21 del Decreto Supremo 27327, de 
31 de enero de 2004, disponiendo la transferencia de vehículos al Servicio 
Nacional de Patrimonio del Estado (SENAPE), para su posterior transferencia 
a favor de instituciones interesadas y solicitantes.

Finalmente, por el citado Decreto Supremo 0283, de 2 de septiembre de 2009 —
cuyo objeto es la racionalización del parque automotor de las entidades públicas y 
la compra y/o alquiler de vehículos— se derogan los parágrafos IV, V y VI de los 
artículos 17 y 20 del Decreto Supremo 27327, de 31 de enero de 2004, modifica-
dos e incorporados por el Decreto Supremo 29364, de 5 de diciembre de 2007.

Como se puede observar, para viabilizar la modificación del Decreto Supremo 
27327, de 31 de enero de 2004, se produjo la emisión de varios decretos su-
premos modificatorios, generando una dispersión normativa excesiva, contri-
buyendo así a la masiva proliferación de normas, y también a la consiguiente 
remisión a otros decretos supremos, creando así el riesgo de la existencia de 
lagunas, discordancias y contradicciones.

¿ES POSIBLE LA CODIFICACIÓN DE NORMAS ADMINISTRATIVAS EN LA LEGISLACIÓN BOLIVIANA?
Recordemos que el Derecho Administrativo —y, en concreto, las normas ad-
ministrativas que son su objeto— tiene dos características fundamentales. La 
primera es la dispersión, por la que la normativa administrativa no se encuentra 
sistemáticamente ordenada de forma armónica en un solo cuerpo normativo, 
puesto que se expresa en leyes, decretos supremos, resoluciones supremas, 
resoluciones administrativas, etc. A esto —que sucede en el nivel central del 
gobierno— hay que añadir lo que ocurre en los niveles subnacionales con la 
emisión de normativa por parte de las entidades territoriales autónomas, con 
lo cual se acentúa el carácter disperso de la legislación.

La segunda característica del Derecho Administrativo es el carácter de muta-
bilidad de las normas administrativas, por el que dichas normas están some-
tidas a constantes cambios y modificaciones en la medida en que se producen 
cambios en la administración pública respecto de las áreas que regula y a las 
que sirve (economía, sociedad, etc.). Tomando como fundamento estos dos 
caracteres del Derecho Administrativo (en rigor, de las normas administrati-
vas), los tratadistas clásicos del Derecho Administrativo —Rafael Bielsa, Jose 
Canasi, entre otros— han expresado que dichas normas, que forman parte 
de dicha disciplina jurídica, no son codificables, debido a sus limitaciones.
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Actualmente, se puede apreciar que en Bolivia todavía se sigue la línea pro-
puesta por los tratadistas clásicos del Derecho Administrativo, puesto que las 
normas administrativas que son objeto de estudio del Derecho Administrativo 
boliviano no están codificadas. En consecuencia, al no estar codificadas, éstas 
carecen de unidad orgánica, homogénea y sistemática.

Para fundamentar las conclusiones a las que pretendo llegar, voy a basar mis 
argumentos en las expresiones del tratadista del Derecho Administrativo, 
José Roberto Dromi quien menciona que esta heterogeneidad conspira contra 
la simplificación jurídica. La primera razón para procurar una comprensión 
sistémica y completa del Derecho Administrativo radica en la praxis admi-
nistrativa, la que requiere celeridad y sencillez en la búsqueda, interpretación 
y aplicación de la norma.

El tratadista del Derecho Administrativo, José Roberto Dromi, con respecto a la 
codificación del Derecho Administrativo menciona que el mismo “(…) genera 
posturas encontradas, característica propia de la complejidad de la materia 
que precisamente se busca simplificar. Sus detractores aducen, entre otras, 
las siguientes razones: a) la movilidad excesiva del Derecho Administrativo; 
b) la multiplicidad extraordinaria de las normas administrativas; c) la falta 
de orden de las leyes administrativas; d) la “incodificabilidad” del Derecho 
Público; e) la distinta duración a que se sujetan las leyes administrativas; f) 
el desnivel jerárquico y; g) el doble carácter de local y nacional del Derecho 
Administrativo”.

Dromi también señala que la Simplificación Normativa (temática propuesta 
en el Modulo 4 del Curso de Técnica Legislativa), expresa “(…) los intentos 
por sistematizar el Derecho han sido una constante en la historia. El Derecho 
Administrativo también participa de esta característica común, lo que se ex-
plica por la necesidad de lograr la reducción de la complejidad interna (nor-
mativa) y externa (organizativa) de la actuación de la Administración Pública 
bajo los cánones del derecho. Hoy más que nunca es necesario enfrentar la 
complejidad jurídica resultante de un ordenamiento por demás complicado, 
caracterizado por la proliferación de normas ocasionada por la pluralidad de 
centros de producción del Derecho, mecanismos fácticos con implicancias 
jurídicas que generan nuevos espectros regulatorios”.

Finalmente, el citado tratadista, en su obra “Derecho Administrativo”, concluye 
a favor de la codificación y proponiendo la simplificación normativa con el si-
guiente argumento: “En mi opinión convendría llegar a la codificación de cierta 
parte o materias del Derecho Administrativo Sustantivo”. En lo que respecta a 
lo señalado por mencionado autor, comparto la propuesta del profesor Dromi, 
señalando que es preciso adecuar dicha propuesta a la legislación boliviana.

¿SI NO ES POSIBLE LA CODIFICACIÓN DE TODAS LAS NORMAS ADMINISTRATIVAS, QUÉ PARTE O 
MATERIAS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO SON SUSCEPTIBLES DE CODIFICACIÓN?
Como acontece, por ejemplo, en el Uruguay, se considera que en Bolivia es 
pertinente la codificación en materia de medios de impugnación y recursos 
administrativos. En este sentido, en mi opinión, reviste aún mayor importancia 
la necesidad de un Código del Proceso Disciplinario, mediante el cual se pueda 
sistematizar el Decreto Supremo 23318-A, modificado por los decretos supre-
mos 29820, de 26 de noviembre de 2008, y 26237, de 29 de junio de 2001.
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La necesidad de codificación propuesta en materia disciplinaria administrativa, 
encuentra su fundamento en las Sentencias Constitucionales 0647/2012, de 
2 de agosto de 2012 y 0492/2011-R, de 25 de abril de 2011, que mencionan 
lo siguiente:

“El art. 115.II de la CPE, establece que el Estado garantiza el derecho al 
debido proceso. Como garantía en el ámbito penal y sancionatorio admi-
nistrativo-disciplinario, halla su consagración en el art. 117.I de la norma 
constitucional, al señalar que ninguna persona puede ser condenada sin 
haber sido oída y juzgada previamente en un debido proceso. En este sen-
tido, el debido proceso, es entendido como el derecho de toda persona a 
un proceso justo, oportuno, gratuito, sin dilaciones y equitativo, en el que 
entre otros aspectos, se garantice al justiciable el conocimiento o notifica-
ción oportuna de la sindicación para que pueda estructurar eficazmente 
su defensa, el derecho a ser escuchado, presentar pruebas, impugnar, el 
derecho a la doble instancia, en suma, se le dé la posibilidad de defenderse 
adecuadamente de cualquier tipo de acto emanado del Estado, donde se 
encuentren en riesgo sus derechos, por cuanto esta garantía no sólo es 
aplicable en el ámbito judicial, sino también en el administrativo”.

Considerando la dispersión de la normativa para el procesamiento en la vía ad-
ministrativa disciplinaria de funcionarios públicos, así como también el carácter 
de mutabilidad de la misma por las constantes modificaciones en dicha materia 
—y con la finalidad de procurar seguridad jurídica al sistema normativo boliviano 
y de precautelar la garantía del debido proceso y los derechos fundamentales 
de los procesados en la vía administrativa disciplinaria interna (procesados en 
vía sumaria)—, se considera necesario la sistematización de dichas normas 
mediante una codificación que establezca el procedimiento disciplinario y que 
contenga y agrupe todos los componentes del debido proceso en el ámbito del 
proceso administrativo-disciplinario citado en las Sentencias Constitucionales 
0647/2012, de 2 de agosto de 2012 y 0492/2011-R, de 25 de abril de 2011, de 
conformidad a lo establecido por la Constitución Política del Estado y en los 
Pactos Internacionales, en relación a la garantía del debido proceso:

“(…) derecho a la defensa, derecho al juez natural, garantía de presunción 
de inocencia, derecho a ser asistido por un traductor o intérprete, derecho a 
un proceso público, derecho a la conclusión del proceso dentro de un plazo 
razonable, derecho a recurrir, derecho a la legalidad de la prueba, derecho a 
la igualdad procesal de las partes, derecho a no declarar contra sí mismo y a 
no confesarse culpable, derecho a la congruencia entre acusación y condena, 
la garantía del non bis in idem, derecho a la valoración razonable de la prueba, 
derecho a la comunicación previa de la acusación, concesión al inculpado del 
tiempo y los medios para su defensa, derecho a la comunicación privada con su 
defensor, derecho a que el Estado le otorgue un defensor proporcionado por éste 
cuando el imputado no tuviere medios o no nombrare un defensor particular”.

Concluyo subrayando, a favor de la codificación, que a fin de evitar la prolifera-
ción desmedida de normativa administrativa y, como medio de simplificación 
normativa y de seguridad jurídica para el ordenamiento jurídico-administra-
tivo, es conveniente y viable llegar a la codificación de cierta parte o de ciertas 
materias del Derecho Administrativo, es decir, de las normas administrativas 
que conforman su objeto.
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V. Técnica Legislativa en las Asambleas 
Legislativas Departamentales

La Asamblea Legislativa Departamental de Cochabamba realizó un arduo 
trabajo elaborar el “Reglamento de Técnica Legislativa”, ya que fueron 
muchas las oportunidades en las cuales se reunieron los técnicos de dicha 

Asamblea, así como los asambleístas departamentales en dos escenarios: el 
primero dentro de la misma institución legislativa y el segundo con el per-
sonal técnico de la GIZ-CONCED, contando con el apoyo del Lic. Reynaldo 
Irigoyen y del Lic. Iván Tavera. En estos dos escenarios se debatió, de manera 
muy amplia, la importancia de contar con un Reglamento que determinara las 
directrices técnicas en el marco de las cuales tendrían que plantearse, desde 
un proyecto de ley hasta la sanción del mismo en el pleno de la Asamblea.

23   Estas dos sentencias constitucionales fundamentan la garantía del debido proceso en el ámbito 
del proceso disciplinario administrativo interno.
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Fue muy interesante y enriquecedor escuchar las diversas opiniones que 
emitían los participantes en los distintos encuentros, referidas a cuestiones 
que iban desde la importancia del título de una norma hasta la utilización de 
signos de puntuación. Este debate exigió muchos meses de trabajo. Del mismo 
modo, en las distintas sesiones ordinarias del Pleno de la Asamblea Legislativa 
Departamental de Cochabamba, los asambleístas departamentales demostraron 
siempre el interés de contar con un “Reglamento de Técnica Legislativa”, en 
su calidad de creadores de normas. Como ya se encontraba en análisis dicho 
Reglamento técnico, los asambleístas frecuentemente hacían mención a las 
bases técnicas con las que, mínimamente, debe contar la estructura de una 
Ley, realizando observaciones en base a esos parámetros técnicos.

El “Reglamento de Técnica Legislativa” de la Asamblea Legislativa Depar-
tamental de Cochabamba fue aprobado en la legislatura 2013-2014, bajo la 
presidencia del Dr. Juan Carlos Noé Melgar, quien siempre demostró ser uno 
de los principales impulsores del mismo. Por ello, en sesión del Pleno, me-
diante Resolución de Asamblea N° 25, de 29 de agosto del 2013, se aprobó el 
“Reglamento de Técnica Legislativa”, por mayoría del pleno.

Este Reglamento cuenta con cinco capítulos que contienen 19 artículos, en 
los que se establecen reglas básicas para la elaboración de los proyectos de 
ley, que elabore, considere y sancione la Asamblea Legislativa Departamental.

Es por ello que, como parte de este Reglamento, también se establecieron los 
requisitos mínimos que debe contener cualquier proyecto de ley en el ámbito 
competencial del Gobierno Autónomo Departamental de Cochabamba. Del mis-
mo modo, en el Reglamento se estableció qué estructura debe contener una ley 
sancionada por el Órgano Legislativo y las afectaciones a una ley departamental, 
determinando, de esta manera, la aplicación de normas de técnica legislativa.

Actualmente, esta técnica resulta novedosa por su reciente implementación a 
nivel departamental y se puede afirmar que muestra ya interesantes resultados 
en razón a que los proyectos de ley que son presentados ante la Asamblea 
Legislativa Departamental de Cochabamba, por lo general, cumplen con los 
requisitos establecidos de manera uniforme; los mismos que son analizados 
y valorados por las distintas comisiones que pertenecen a dicha Asamblea, 
dependiendo del eje temático tratado, hasta su correspondiente sanción en 
el pleno, en caso de que éste así lo decida.

En resumen, mediante la vigencia de este Reglamento se busca otorgar ga-
rantías de seguridad jurídica, con leyes claras, precisas y adecuadas formal-
mente para así contribuir a los procesos de gobernabilidad. En este orden, 
cabe señalar que actualmente se está trabajando en el proyecto de “Manual de 
Técnica Legislativa”, a fin de disponer de otro instrumento técnico que apoye 
el trabajo del legislador departamental y, de este modo, poner a disposición 
de los asambleístas y de sus equipos técnicos otro texto de consulta para ab-
solver las dudas que se presenten en el futuro accionar del ámbito legislativo.

En este empeño, agradecemos el apoyo del CONCED-GIZ, en razón a que 
el trabajo en conjunto que se realizó tuvo un resultado concreto, como es 
el mencionado “Reglamento de Técnica Legislativa”; el mismo que ya es de 
cumplimiento obligatorio en nuestro departamento. Con la misma voluntad, 
esperamos seguir contando con apoyo a fin de poder alcanzar nuevos logros.
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Con la aprobación de la nueva Constitución Política del Estado, mediante 
el referéndum del 25 de enero de 2009, se busca la construcción de una 
Bolivia democrática y la consolidación del Nuevo Estado Plurinacional 

con autonomías, en el que las entidades territoriales autónomas, a través del 
pueblo, tienen la facultad de ejercer el poder social, democrático y comunitario.

Para ello, con la promulgación de la Ley Marco de Autonomías y Descentra-
lización, se ha dado un nuevo paso para distribuir de manera equilibrada y 
sostenible las funciones político-administrativas del nivel central del Estado 
hacia las entidades territoriales autónomas, buscando así la efectiva partici-
pación de las ciudadanas y ciudadanos en la toma de decisiones, la profun-
dización de la democracia y la satisfacción de las necesidades colectivas. Es 
decir, que esta normativa sienta las bases de la descentralización en Bolivia 
y regula el nuevo rol del gobierno central, de los gobiernos departamentales, 
municipales, indígena originario campesinos y de las regiones, reconocidas 
por la Constitución Política del Estado.

Lo anterior se colige del artículo 277 de la Constitución Política del Estado que 
establece que el Gobierno Autónomo Departamental está constituido por una 
Asamblea Legislativa Departamental, con facultad deliberativa, fiscalizadora y 
legislativa departamental, en el ámbito de sus competencias y por un órgano 
ejecutivo también con sus facultades ejecutiva y reglamentaria. Por su parte, 
el numeral 3, del parágrafo I, del artículo 9 de la Ley Marco de Autonomías 
y Descentralización “Andrés Ibáñez”, establece que la autonomía se ejerce a 
través de la facultad legislativa, determinando así las políticas y estrategias 
de su gobierno autónomo.

En ese contexto, el 31 de mayo de 2010, el Gobierno Autónomo Departa-
mental de Potosí constituyó su Asamblea Legislativa Departamental con 32 
asambleístas; de los cuales 16 son representantes territoriales (uno o una por 
cada una de las provincias) y los otros 16 son asambleístas plurinominales por 
representación poblacional, quienes a partir de esa fecha venimos trabajando 
y ejerciendo nuestras facultades constitucionales, fundamentalmente en la 
emisión de leyes departamentales pensando en el desarrollo del departamento.

Sin embargo, los asambleístas nos damos cuenta de la existencia de ciertas 
dificultades en el proceso de aprobación y sanción de leyes departamentales, 
debido a la falta de conocimientos sobre técnicas legislativas, a pesar de que 
muchos de nuestros colegas tuvieron experiencia como concejales munici-
pales, consejeros departamentales, constituyentes y alcaldes municipales. No 
obstante, ninguno de ellos tuvo las mismas facultades que ahora significa el 
ejercicio legislativo departamental. A ello se suma la falta de experiencia y 
conocimiento de nuestros asesores en el ámbito legislativo, hecho que nos ha 
llevado a buscar el apoyo de varias instituciones especializadas en la materia 
recibiendo, a través de la Vicepresidencia del Estado Plurinacional de Bolivia, 
el respaldo del Programa de Fortalecimiento a la Concertación y al Estado de 
Derecho (CONCED), que viene capacitándonos en los siguientes componentes: 
técnicas legislativas, implementación del Sistema de Información Legal del 
Estado Plurinacional (SILEP) y relacionamiento con la sociedad civil.

El primer componente nos permitió identificar las deficiencias que tenemos en 
la emisión o sanción de leyes departamentales, motivo por el cual una comisión 
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de asambleístas y de asesores de la Asamblea Legislativa Departamental de 
Potosí elaboramos un “Reglamento de Técnica Legislativa” que esperamos sea 
aprobado próximamente por el Pleno de la Asamblea. Este Reglamento tiene 
por objeto normar y sentar lineamientos básicos en los procesos de elaboración 
de proyectos de leyes departamentales, buscando también cierta uniformidad 
en la producción de leyes para el logro de los objetivos que ostentamos en 
nuestra condición de legisladores departamentales.

El segundo componente (implementación del Sistema de Información Legal 
del Estado Plurinacional, SILEP), nos permitió incorporar nuestra producción 
legislativa al SILEP, mediante el cual se puede revisar las 43 leyes departa-
mentales sancionadas y promulgadas hasta la fecha. Este sistema también nos 
permite producir leyes departamentales sin necesidad de hacer una extensa 
investigación sobre su vigencia y/o modificaciones tanto de leyes departamen-
tales como nacionales. Por último, el tercer componente (relacionamiento con 
la sociedad civil) nos permite tener conocimiento sobre los mecanismos de 
concertación de una ley departamental con la sociedad civil.

El beneficio de esta capacitación legislativa ha sido dirigido no sólo a los asam-
bleístas, sino también a los asesores de las diferentes comisiones, quienes han 
sido activos partícipes de los diferentes talleres donde han ido adquiriendo 
conocimientos sobre técnica legislativa que han permitido mejorar su labor 
de asesoramiento.

Por lo anterior, podemos afirmar que construimos nuestro conocimiento 
sobre la técnica legislativa y contamos con instrumentos normativos de 
apoyo legislativo que nos permitirán mejorar la producción de leyes a nivel 
departamental, más aún contando con un Sistema de Información Legal del 
Estado Plurinacional, que nos permite hacer pública la producción de nues-
tras leyes departamentales y disponer de información legislativa adecuada, 
confiable y veraz.



En las páginas de esta publicación encontrará el lector una serie de ensayos 
elaborados, en su mayoría, por profesionales del derecho que formaron 
parte del curso a distancia denominado “Técnica Legislativa y Elaboración de 
Leyes”, realizado por la fundación española Centro de Educación a Distancia 
para el Desarrollo Económico y Tecnológico (CEDDET) con el auspicio de la 
Vicepresidencia del Estado Plurinacional de Bolivia, la Escuela de Gestión Pública 
Plurinacional (EGPP) y el Programa de Fortalecimiento a la Concertación y al 
Estado de Derecho (CONCED-GIZ).

En términos generales, los artículos testimonian un interés creciente por 
conocer y dominar las herramientas de la técnica legislativa y por participar 
del debate acerca de su pertinencia, adaptación o “recreación” en función 
de las distintas realidades legislativas del país. En la lectura conjunta de los 
ensayos también se puede constatar un aprendizaje común que, con matices 
y particularidades, muestra un rumbo bastante homogéneo en el proceso 
de progresiva estructuración de una actividad legislativa autonómica inédita 
en Bolivia, a pesar de cierto grado de desconcierto entre los distintos niveles 
autonómicos del país.

Confiamos que esta primera publicación especializada en técnica legislativa 
sea el inicio de una serie de publicaciones sobre la materia que tomen a su 
cargo entidades académicas del ámbito universitario o de las escuelas que el 
Estado ha creado para el fomento de la capacitación en el servicio público.




